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La presente se desarrolló con la finalidad de obtener el título profesional en 
Derecho; con el estudio de la responsabilidad penal de las personas jurídicas en 
el delito de contaminación ambiental, Ventanilla – Callao 2018, situación que 
originó daños al medio ambiente, a la salud e inclusive la vida, sin embargo, no se 
sancionó penal a las empresas, sin minimizar o radicar las consecuencias. 
Concluyendo que, mediante lo dispuesto en leyes, jurisprudencia, tratados y 
derecho comparado, si existe una responsabilidad, que desvirtua el aforismo 
societas delinquere non potest, convirtiéndolos expresamente en agentes activos 
de los art. 304°, 305° y 307° del C.P, al no implementar el mecanismo de 
prevención (compliance office). 
 
La metodología llevada a cabo fue cualitativa con un tipo básica, utilizando 
instrumentos y técnicas de recolección de datos, como la entrevista y el análisis 
documental, obteniendo como resultado final que la responsabilidad penal de las 
personas jurídicas en el delito de contaminación ambiental incide positivamente al 
derecho moderno permitiendo sancionar ante daños graves al medio ambiente, al 
derecho a la salud y a la vida de los pobladores, cuando se exceda los LMP y 
ECA de plomo y cadmio. 
 
Palabras Claves: Residuos peligrosos, responsabilidad penal, personas 










The present one was developed with the purpose of obtaining the professional 
degree in Law; with the study of the criminal responsibility of the legal persons in 
the environmental contamination crime, Ventanilla - Callao 2018, situation that 
caused damages to the environment, to the health and even the life, nevertheless, 
the companies were not penalized, without minimizing or settling the 
consequences. We conclude that, by means of the provisions of laws, 
jurisprudence, treaties and comparative law, if there is a liability, which distorts the 
aphorism societas delinquere non potest, making them expressly active agents of 
the articles 304°, 305° and 307° of the C.P, by not implementing the mechanism of 
prevention (compliance office). 
The methodology carried out was qualitative with a basic type, using 
instruments and techniques of data collection, such as the interview and 
documentary analysis, obtaining as a final result that the criminal liability of the 
legal persons in the crime of environmental pollution has a positive impact on 
modern law, allowing the sanctioning of serious damages to the environment, the 
right to health and life of the inhabitants, when the LMP and ECA of lead and 
cadmium are exceeded. 
 
 
Keywords: Hazardous waste, criminal liability, legal persons, compliance office. 
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I. INTRODUCCIÓN. – Fue importante referirnos a la aproximación temática; ya 
que, desde años atrás, ocurre un enigma trascendental: “La contaminación 
Ambiental” en el distrito de Ventanilla, por la fundición de metales provocando 
consecuencia al ambiente, la salud, e inclusive generó la muerte de personas por 
la emisión de partículas y el tráfico ilegal de residuos peligros, siendo los 
principales componentes el plomo y el cadmio. Dichos componentes dañaron el 
desarrollo sostenible de la sociedad hace 20 años, actual y a futuro por la 
permanencia en el ecosistema por periodos largos de bioacumulación, 
biotransformación y toxicidad. El ministerio del ambiente mediante resolución 
ministerial N° 037-2017 declaró “Emergencia Ambiental”, corroborado por el D.L 
N° 28804 que dispuso la creación de gestiones con el fin de mejorar la calidad 
ambiental por los índices elevados de contaminación. 
 
El OEFA, DIRESA e INEI señalaron que los índices permitidos para el manejo 
de estos componentes sobrepasan los LMP y ECA, para lo cual la entidad 
encargada dictó medidas preventivas a fin de evitar el incumplimiento de las 
normas sobre emisiones atmosféricas por estas empresas, como es el caso de: 
Sulfato de Cobre S.A., Fábrica de Acumuladores ETNA, Metalexacto S.R.L, etc. 
En efecto, son partículas tóxicas para el medio ambiente y personas, por la 
densidad que genera la inmersión en el aire y en la sangre de los pobladores. Se 
observó que sobrepasaron el 420% de plomo, y el 70% de cadmio, llegando a 
causar problemas muy graves en la salud (anemia, TBC, etc.) por el mal 
conductor de electricidad, ocasionado inclusive la muerte de los pobladores, a 
pesar de las advertencias y sanciones administrativas a las empresas, en ese 
sentido la DIRESA en su PLANEFA 2019 indicó el estado de urgencia del sector, 
reafirmado con la R.M. N° 389-2011/MINSA, refiriéndose a los límites permitidos 
incumplidos por la planta de fundición de plomo y cadmio. Esta problemática se 
precisó a través de documentos de las entidades de fiscalización ambiental, 
quienes determinaron que existe violación a la Ley N° 29263 que modifica los 
artículos 304°, 305° y 304° del C.P. y Ley N° 28611; sin embargo, no son 
sancionados debidamente. 
Finalmente resultó necesario aplicar una responsabilidad penal en el delito de 
contaminación ambiental a las P.J, por los efectos negativos que causaron 
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producto de la omisión de prevenir y el dolo por incumplir las normas establecidas 
para el cuidado del medio ambiente y la salud, siendo evidenciado mediante los 
certificados brindados por el Ministerios de Salud al realizar los exámenes 
correspondientes en la evaluación de los pobladores del Asentamiento Humano 
“Virgen de Guadalupe” quienes se encuentran en la actualidad en un estado de 
necesidad por la gravedad. 
 
Por lo tanto, después del estudio de conflicto social jurídico escogido, se 
plasmó el problema general, formulando la siguiente pregunta, ¿Cuáles son los 
criterios que incide la responsabilidad penal de las personas jurídica en el delito 
de contaminación ambiental, Ventanilla – Callao 2018?, asimismo, el primer 
problema de específico: ¿Cómo a través del compliance office se puede evitar el 
incumplimiento a las normas de tráfico de residuos peligrosos Ventanilla – Callao 
2018?, en el segundo problema específico: ¿A qué se debe que por efectos de 
la actividad contaminante producto del manejo de plomo y cadmio se produzcan 
lesiones graves o la muerte de pobladores en Ventanilla – Callao 2018?. 
 
Al respecto, cabe indicar que la presente investigación se respaldó en su 
justificación práctica, al aplicar la responsabilidad penal de las personas 
jurídicas, su finalidad fue salvaguardar el medio ambiente y castigar la 
contaminación, además, minimizar o eliminar la afectación a la salud, e, inclusive 
la muerte de pobladores, que provoca el incumplimiento de las normas, pudiendo 
ser imputables por sus acciones respondiendo por el problema social – jurídico 
penal. La justificación teórica, se basó que los procesos de investigación, 
asimismo, los instrumentos de recolección de datos fueron planteados para la 
reflexión y dar origen a respuestas que fundamenten un aporte a la información 
existente, en la ley, doctrina, derecho comparado y jurisprudencia, sobre la 
responsabilidad de las personas jurídicas en el delito de contaminación ambiental 
por el incumplimiento de normas legales, relacionadas a la problemática, su 
proceso, emisión y comercialización de los partículas tóxicas en el distrito de 
Ventanilla. Finalmente, la justificación metodológica, consistió en el 
cumplimiento de los procedimiento metodológicos existente así como el planteado 
dado que el primero es de grave responsabilidad por no ser adecuado en el 
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Derecho Moderno y en tenor de la imputabilidad empresarial, observando que se 
siguen contaminando el medio ambiente generando pérdidas humanas, 
pretendiendo mejorar la información obtenida para evitar la problemática, siendo 
factible su responsabilidad por la afectación a los bienes jurídicos colectivos. 
 
Debido a lo mencionado, el objetivo general de la presente investigación fue: 
Analizar como incidió la responsabilidad penal de las personas jurídicas en el 
delito de contaminación ambiental, por otro lado, primer objeto específico: 
Identificar como el compliance office evitó el incumplimiento de normas legales 
sobre el tráfico de residuos peligrosos, finalmente, el segundo problema 
específico: Precisar que los efectos productos del manejo de plomo y cadmio 
provocan lesiones graves o la muerte de los pobladores. 
 
Se planteó el supuesto general: Existió responsabilidad penal de las 
personas jurídicas en el delito de contaminación ambiental, Ventanilla – Callao 
2018, ya que, al emitir gases tóxicos como el plomo y cadmio, ocasionaron daño 
al medio ambiente y a la salud de los pobladores producto de la actividad e 
incumplimiento de las normas dispuestas en el la Ley 29263. Siguiendo con la 
investigación, el primer supuesto específico: Las personas jurídicas al no contar 
con un compliance office generaron que no se pueda evitar la comisión de delitos 
como el incumplimiento de las normas del tráfico ilegal de residuos peligrosos 
dispuestos en el artículo 307°, por no prevenir los daños a los bienes jurídicos 
colectivos (medio ambiente y la vida, cuerpo y la salud); este mecanismo pudo 
haber minimizado las consecuencias gracias a su naturaleza y función preventiva, 
protegiendo el desarrollo sostenible de la población de Ventanilla. En 
consecuencia, el segundo supuesto jurídico específico: Los efectos de la 
actividad metalmecánica – planta de fundición de plomo y cadmio, ocasionaron 
lesiones graves e inclusive muerte de los pobladores, en razón que, pese a tener 
conocimiento no previnieron las consecuencias, menoscabando el bien jurídico la 
vida, cuerpo y la salud como lo dispone el código penal, por sobrepasar los límites 
permitidos, por ello al comprobar su responsabilidad serían sancionados como lo 
dispone el art. 305° y art. 27° del C.P y a su vez con medidas accesorias de los 
art. 105° y 105° A. 
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II. MARCO TEÓRICO. - Fue necesario referirnos a diversos trabajos previos en 
el ámbito nacional e internacional acerca de tesis y artículos de investigación, 
los cuales aportaron información preliminar de la problemática. 
Como antecedentes nacionales, la investigación de Mosquera (2018) de la 
Universidad Nacional “Santiago Antúnez de Mayolo”, con su tesis para optar el 
grado de Maestro en Derecho “La Responsabilidad Penal de las Personas 
Jurídicas desde la perspectiva de la imputación objetiva en el Derecho Penal 
Peruano”, su objetivo fue analizar los fundamentos dogmáticos y político- 
criminales para justificar la responsabilidad penal de las personas jurídicas desde 
la perspectiva de la imputación objetiva en el derecho penal peruano, mediante 
una investigación mixta y con un diseño no experimental, concluyendo, que, la 
criminología de las personas jurídicas exige un análisis de la norma existente, 
porque, permitirá crear una teoría y lineamientos determinados para los actos 
ilegales que cometen. 
 
Yauri (2018) de la Universidad Cesar Vallejo, a través de su investigación para 
obtener el grado de Licenciada en Derecho, “Compliance-ambiental como 
instrumento preventivo de la responsabilidad penal de las personas jurídicas por 
los delitos ambientales, Perú – 2017”, con el objetivo de determinar que la figura 
del compliance – ambiental es un instrumento preventivo de la responsabilidad 
penal de las personas jurídicas que cometen delitos ambientales en el Perú, 
siendo su enfoque cualitativo y teoría fundamentada, concluyendo que las 
medidas sancionadoras del artículo 105° del C.P, no son proporcionales ante los 
daños ocasionados, razón por el cual no reducen los índices de los delitos de 
contaminación, y la imputabilidad empresarial menos probable, ya que no 
implementan un mecanismo preventivo, por otro lado, señaló que existe 
inseguridad jurídica, y demora en el proceso judicial por requerir información de la 
entidad fiscalizadora, siendo ineficaz por lo observando en la realidad. 
 
Diaz (2019) de la Universidad Cesar Vallejo, mediante su tesis para obtener el 
título de Abogada, “La necesidad de regular la responsabilidad penal de las 
personas jurídicas por la comisión del delito de contaminación ambiental del 
Artículo 304 del Código Penal”, con el objetivo de establecer de qué manera debe 
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regularse la responsabilidad penal de las personas jurídicas, por la comisión del 
delito de contaminación ambiental, a través de su diseño cuantitativo 
experimental, finalizó, que es necesario fortalecer la norma que dispone las penas 
para las personas jurídicas dado que el art. 304° del C.P no determina 
directamente la debida punibilidad por el menoscabo de los bienes jurídicos 
colectivos, por el cual, el estado debería implementar parámetros severos para su 
imputabilidad. 
 
Por consiguiente, Fernández, y, Rodríguez (2019), de Perú, mediante su 
revista jurídica indexada “Vulneración al derecho a la salud por contaminación de 
plomo, en Ventanilla, 2017”, concluyeron, que el distrito de Ventanilla es afectado 
por la contaminación generado por las actividades empresarial, vulnerando el 
medio ambiente y el derecho a la salud, a pesar de ser bienes jurídicos colectivos 
primordiales para la Constitución, provocando el menoscabo del bienestar social 
en el presente y futuro. 
 
Por lo tanto, las tesis nacionales reflejaron que existió una inseguridad jurídica 
ambiental, dado que, las empresas cometieron el delito de contaminación, pero 
fueron inimputables, asimismo, en el venero legal carecieron del instrumento de 
prevención, aun siendo obligatorio desde el 2019, a través de la Ley N.º 29038. 
 
Las empresas omitieron sus responsabilidades y medidas que salvaguarden el 
desarrollo sostenible de la sociedad, en consecuencia, fue necesario determinar 
lineamientos para la aplicación de una sanción penal a las personas jurídicas ante 
la afectación del medio ambiente, la vida, el cuerpo y la salud en virtud de lo 
tipificado en el título XIII del Código Penal. En resumen, la realidad de una 
sanción penal recayó en la interpretación de las normas, así como la 
obligatoriedad de implementar gestiones preventivas que minimicen las 
consecuencias ambientales de las acciones cometidos por las pequeñas, 
medianas y grandes empresas, con el fin de determinar la responsabilidad de los 
miembros que lo conforman, como lo señaló el artículo 27° y 314° del código 
penal, y la posible modificación para incluir al gerente general por evadir 
responsabilidades. 
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En consecuencia, en el ámbito internacional, Sánchez (2017) de la 
Universidad de Salamanca, a través de, su investigación “La Responsabilidad 
penal de las personas jurídicas. Especial referencia a la reforma del artículo 31 bis 
CP 2015” con la finalidad de alcanzar el título de Abogada, siendo su objetivo 
explicar la reforma del C.P operada por la L.O 1/2015, mediante un enfoque 
cualitativo, concluyó que la estructura empresarial es compleja de analizar, por 
ello ocultan los verdaderos índices de los delitos cometidos mediante el velo de la 
inimputabilidad en algunos países, en razón, la Ley Orgánica determina la 
imputabilidad empresarial por las actividades de los administradores y 
representantes, señalando que la solución es adoptar un nuevo modelo de teoría 
de imputabilidad para las personas jurídicas por encontrarnos en el ejercicio del 
derecho moderno. 
 
Asimismo, Pazmiño (2011) en su tesis “La Responsabilidad Penal en los 
delitos ambientales mediante el incremento de las penas establecidas en los 
artículos 437 A – 437 J del Código Penal.” para obtener el grado profesional de 
Derecho, siendo su objetivo el análisis exhaustivo de normas penales 
ambientales, mediante un enfoque cualitativo, y su diseño teoría fundamentada, 
en conclusiones, señaló que las leyes protegen la naturaleza del bien jurídico 
colectivo, sin embargo, no brindan el suficiente impacto de protección dado que 
no es suficiente su regulación y sanción. 
 
En conclusión, Ayala Gonzales (2018), de España, en su revista titulada “La 
participación empresarial: En crímenes Internacionales: Una propuesta para 
ampliar el ámbito subjetivo del estatuto de Roma”, concluyó que, la imputación se 
encuentra basada en una teoría de hecho sobre la representación de las 
personas jurídicas con una responsabilidad por incumplir con su función de 
controlar y supervisar el desarrollo de sus actividades. 
 
Por esa razón, la norma permitió la imputabilidad en los administradores y 
representantes como lo tipificado en el artículo 27° del Código Penal, sin 
embargo, para nuestra normativa no está claro la capacidad de acción y 
culpabilidad generada por la voluntad propia del agente, ya que solo se 
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responsabiliza si es que cuenta con un compliance office siendo imposible la 
aplicación de una sanción por los daños ocasionados. 
 
La investigación desarrolló el estudio de las teorías relacionadas o enfoques 
doctrinarios sobre los conceptos para mayor compresión de la problemática. Por 
ello, el medio ambiente, es el ámbito, conformado por diversas especies físicas, 
biológicas, sociales y de sustancias, que generan su evolución en su geografía: 
aérea, marítima y terrestre (Tena y Hernández, 2014, pp. 3-5). La contaminación 
ambiental es el cambio brusco que daña la atmósfera y a los componentes que 
conforma el medio ambiente, siendo más afectado el aire por tiempo 
indeterminado producto de emisiones químicas, elementos biológicos y el tráfico 
ilegal de residuos peligrosos, reflejando el perjuicio para las generaciones futuras. 
 
En resumen, obteniendo las definiciones sobre lo que es contaminación y el 
medio ambiente, se originó una de las problemáticas del derecho moderno el cual 
es el delito ambiental. 
 
“Son todas aquellas conductas que causan o pueden causar perjuicio, alteración o 
daño grave al ambiente, sus procesos ecológicos o a sus componentes tales como el 
agua, le suelo, el aire, la flora y la fauna silvestres. Estas conductas, se encuentran 
sancionadas con una pena expresamente determinada” (Felandro, 2014, p. 9). 
 
En el tenor del delito ambiental cuando se actuó u omitió provocando la 
afectación de bienes jurídicos protegidos (medio ambiente y la salud de 
pobladores), se debió aplicar lo determinado en los artículos 27°, 304°, 305° y 
307°, 314° del Código Penal y la Ley 29263. El delito de contaminación ambiental, 
para (Ipenza, 2018) señaló que: 
 
“Es aquel cuando el agente físico o jurídico incumple o violenta las disposiciones del 
código penal y las normas conexas a la materia, sobrepasando los niveles de manejo 
de sustancias tóxicas que genere un menoscabo al medio ambiente y de sus 
componentes” (p. 41). 
 
Se fundó en lo tipificado desde el artículo 304º al artículo 314º ya que se 
determinó que se debe responsabilizar a las personas jurídicas producto del daño 
que causan al medio ambiente, la vida, el cuerpo y la salud por haber generado 
lesiones graves o muerte de pobladores producto de la inhalación de partículas 
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tóxicas emitidos por la actividad metalmecánica en la planta de fundición de 
plomo y cadmio de Ventanilla, así como del tráfico ilegal de residuos peligros. 
 
En efecto, el medio ambiente, es un derecho fundamental que pertenece a la 
tercera generación regulado mediante ordenanzas y normativas nacionales, y en 
los tratados internacionales que salvaguardan los derechos inherentes al 
ambiente y a la salud de las personas; pretendiendo que la persona viva en un 
ambiente adecuado y en un desarrollo sostenible digno, como lo dispuesto en la 
Constitución de 1993 en el artículo 2° inciso 22°. En conclusión, el delito 
contaminación ambiental como categoría de la presente investigación, son las 
acciones prohibidas que causaron daño al distrito de Ventanilla; ya que las leyes 
no brindaron la seguridad jurídica adecuada ante la elevación de parámetros 
permitidos e incumplimiento de los estándares de calidad por el tráfico de 
residuos peligrosos y la emisión de partículas toxicas, a pesar la protección 
internacional en contra del plomo y cadmio de los cuales la OMS determinó que 
son componentes riesgosos para la humanidad. 
 
Prosiguiendo, la responsabilidad penal, fue aquel resultado por la comisión u 
omisión de un delito ya sea doloso o culposo, generado por una acción o 
negligencia, ideada o imprevista que causó un daño en contra de un bien jurídico, 
ocasionado por un sujeto natural o jurídico, el cual se le denominó “sujeto activo o 
autor del delito”, cumpliendo los elementos de teoría de la imputabilidad como la 
tipicidad, acción, antijuridicidad y la culpabilidad, imponiéndole una sanción penal; 
en razón, la responsabilidad penal de las personas jurídicas se vio envuelta 
en muchas indiferencias y posiciones doctrinales, por ello fue materia de estudio 
como segunda categoría. 
 
En primer lugar, definimos ¿Qué es la persona desde el ámbito jurídico?, es el 
término que designó el hombre en cuanto goza de una condición o estatuto ante 
el Derecho. Siendo un problema de noción jurídica para la ciencia y la Filosofía 
del Derecho que buscó establecer su naturaleza (Lacalle, 2013, p. 227). Es decir, 
la Persona Jurídica, fue creación del hombre mediante normas generando una 
nueva sociedad con estructura de mandos, con calidad de sujeto de derecho, 
gozando de derechos y deberes, así como una protección penal del “principio 
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societas delinquere non potesd”, manifestando que estas no pueden delinquir por 
carecer de voluntad de acción, responsabilizando a su representantes y socios 
que actúa a su nombre para fines propios de la empresa (Espinoza, 2017, pp. 51- 
52). 
 
En base a esta categoría, la doctrina analizó aplicarla a través de un injusto 
propio de su estructura empresarial, o de una persona natural que actúa en 
representación de esta misma (Caro, 2019, p. 1292). Para ello, fue necesario 
reconocer que la imputabilidad o la responsabilidad penal empresarial en los 
delitos ambientales acarreó una seria de vacíos legales para determinar la acción, 
culpabilidad y sanción, puesto que, aún se aplica una política criminal antigua. En 
efecto solo se sancionó a través del art. 27°, al administrador de hecho, 
representante legal y socios con la facultad de representación, más no al gerente 
general, directivos o a la persona jurídica, a pesar de los parámetros brindados en 
leyes vinculantes y el código penal (artículo 314°), por el incumplimiento de 
prevenir delitos en contra de los bienes jurídicos protegidos, siendo 
improporcional ante el perjuicio. 
 
En la doctrina existió diversas teorías a fin de determinar la aplicación de una 
responsabilidad a las personas jurídicas, siendo estas las siguientes: La teoría de 
ficción, parte desde los antecedentes romanos señalando que no son sujetos de 
derecho de acuerdo al individualismo e iusnaturalismo, en razón a la moralidad, 
concluyendo que es un aforismo artificial producto de la ficción del Derecho, 
defensor de esta teoría fue el doctrinario Savigny. Asimismo, la teoría de la 
voluntad consideró que solo pueden responder por circunstancias mínimas al no 
querer generar un daño a través de las decisiones como sujetos ficticios. 
 
La teoría de la realidad de Gierke (Doctrinario Alemán), revirtió lo 
propugnando, determinando que pueden ser autores de un delito por ser una 
realidad concreta y preexiste a la voluntad de los sujetos naturales. (Galgano, 
2004, p. 16). En razón, a la teoría de la realidad, se determinó tres modelos de 
responsabilidad, primero la heterorresponsabilidad, la cual García (2019), 
manifestó que se da cuando su imputabilidad se transfiere a la persona jurídica, 
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requiriendo la acción ilegal del representante o trabajador, con una conexión de 
su labor con la consumación del delito (p. 902). 
 
Asimismo, Caro (2019), creó presupuestos que complementan a la doctrina a 
favor de la heterorresponsabilidad, señalando que debe existir la infracción de un 
empleado en el ejercicio de sus funciones infringiendo una obligación de la 
empresa con el fin de obtener una ventaja o beneficio. Por otro lado, el modelo de 
autorresponsabilidad, como lo afirmó, García (2019), se generó por el defecto en 
la organización al no implementar un mecanismo de cumplimiento o prevención 
como el Criminal Compliance (p. 904). Según Remacha, (2018) este mecanismo 
es preventivo ante hechos ilícitos, busca evitar una sanción penal. (p. 6), 
reforzado por Caro (2019), que manifiesto: 
 
[…], parte de la necesidad de construir un concepto de culpabilidad jurídico penal 
empresarial, debido a que se considera que un genuino Derecho Penal empresarial; 
por lo que la culpabilidad se constituye en fundamento y límite de la imposición de un 
determinado tipo de sanciones penales – las penas- a la empresa y éstas son las 
únicas que contribuyen al completo restablecimiento comunicativo de la vigencia del 
ordenamiento jurídico. (p. 1294) 
 
Detrás de toda persona jurídica están las personas físicas, quienes 
reglamentan, administran y gestionan, la decisión en la marcha societaria, de ahí 
la imputación penal que reprime a la persona natural (Kudlich, 2016, p.132). A 
favor de la responsabilidad penal de las personas jurídicas en el delito de 
contaminación ambiental. 
 
Machado (1998), señaló que son responsables, si cumple con los requisitos 
discutidos en la teoría de la realidad por la base del injusto y culpabilidad, 
indicando que para dicha problemática es necesario la apertura de un proceso 
penal, y el ente jurídico quien puede aplicar una sanción penal, asimismo medidas 
administrativa o civiles, las cuales no son parciales ante los efectos ocasionados, 
manifestando que por ello en Brasil se rehúsan a una imposición administrativa 
sobre la magnitud ya que dicha sanción no desencadena una culpabilidad 




A través de este capítulo, abarcamos la metodología para el desarrollo de la 
presente tesis, fundamentándose en los diversos puntos del proceso de 
investigación. 
 
3.1. Tipo y diseño de Investigación: 
La investigación fue de Tipo Básica, dado que, se efectuó en una teoría pura. Por 
lo cual se describió la problemática, a través de la recolección de datos de 
información y conceptos previos, para luego plasmar en la redacción. La teoría 
básica se estableció sin procedimientos prácticos, con el fin de señalar 
categorías, y subcategorías, además de, supuestos y resultados materia de 
definición por teorías y enfoques. Su objetivo fue aportar información al concluir la 
tesis, pretendiendo generar un precedente (Valderrama, 2015, p. 38). 
Por otro lado, se determinó su nivel descriptivo, ya que, se describió 
mediante la aproximación de la problemática en los tres tiempos, pasado, 
presente y futuro, es decir antes de la situación, el presente del conflicto, y la 
solución de este. 
En función de un enfoque cualitativo, se recolectó datos para obtener una 
respuesta que resuelva la problemática, con análisis documentales, 
jurisprudenciales, doctrina, y de leyes, así mismo mediante la entrevista, todo ello 
a fin de lograr determinar y describir conceptos, teorías y enfoques que ayudaron 
a la creación de conclusiones sobre el conflicto de estudio. 
La tesis empleó el diseño de teoría fundamentada, mediante lo no 
experimental, describiendo la información obtenida en una comparación causal o 
predictiva, asimismo, brindó explicación de lo recabado en documentación, 
jurisprudencia, y, doctrina inmersos en la problemática, posteriormente generó 
conclusiones sin manipulación de datos alcanzados. En efecto, se llevó a cabo la 
información mediante un diseño para producir una nueva teoría en un terminado 
ámbito (Hernández, Fernández y Baptista, 2014, 492). 
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Figura N° 1: Etapas y Fases de la Investigación Cualitativa 
Fuente: Nota. Adaptado de Guía didáctica de la investigación cuantitativa y 
cualitativa [Fotografía], Universidad Surcolombiana, 2011, 
(https://www.uv.mx/rmipe/files/2017/02/Guia-didactica-metodologia-de-la- 
investigacion.pdf) 
La presente investigación se fundó mediante los procesos cualitativos y en la 
teoría fundamenta, reflejando las figuras consignadas los lineamientos 














Figura N° 2:Proceso de la teoría fundamentada 
 




3.2. Categorías, Subcategorías, y matriz de categorización apriorística: 
Categorías y Subcategorías: Las categorías fueron los lineamientos o conceptos 
teóricos para obtener información, es decir, se examinó los temas incursos que 
figuran en la problemática, generando el desarrollo teórico, finalmente, se enlazó 
las dos categorías y se estableció nuestro  título, de mismo modo, las 
subcategorías, fueron puntos específicos como características, tipos, 
consecuencias, entre otros para producir un mejor entendimiento a nuestro 
trabajo (Strauss y Corbin, 2002, pp. 124-130). 
Matriz de categorización apriorística: Fue aquel cuadro donde se plasmó, 
problemas, objetivos, supuestos, y la categorización, asimismo, la 
subcategorización, el diseño de investigación, el método de muestreo, plan de 
análisis y trayectoria metodológica, finalmente, el análisis cualitativo de datos, 
basado en la previa información a desarrollar. (Anexo 3) 
 
 
“La Responsabilidad Penal 
de las Personas Jurídicas 
en el delito de 
contaminación ambiental, 













































Figura N° 3: Categorías y subcategorías 
 
Fuente: Elaboración Propia 
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3.3. Escenario de Estudio: 
El escenario de estudio fue constituido por dos elementos, tiempo y espacio, 
asimismo, se desarrolló la problemática en el campo social comprendiendo lo 
económico, cultural, etcétera, conformando la realidad de un grupo de personas 
ya sea de forma individual o grupal (Balestrini, 2006, p. 141). 
Referirnos al escenario de estudio, se basó en la esfera física donde se aplicó 
el instrumento de investigación, con el cual, se obtuvo datos e información 
mediante la entrevista para contemplar en el contexto social y humano por 
especialistas calificados, personas y conocedores de la problemática. 
El escenario fue el distrito de Ventanilla – asentamiento humano Virgen de 
Guadalupe, el cual comprende la jurisdicción de la Provincia Constitucional del 
Callao, por lo mismo en el amplio conocimiento sobre la responsabilidad penal de 
las personas jurídicas en el delito de contaminación ambiental, 2018. 
3.4. Participantes: 
Como lo señala Balestrini (2006): “[…] fue una parte representativa de una 
población, cuyas características debieron producirse en ella, lo más exactamente 
posible” (p. 142). 
Por medio de este punto se resaltó la categorización de los sujetos, es 
decir, las personas, y expertos, quienes fueron entrevistados por contar con 
experiencia en la materia o conocimiento de la problemática; por el Ministerio del 
Medio Ambiente, ente regulador de normativas para la protección del medio 
ambiente quien fue representado por un fiscalizador ambiental, especialista en el 
desarrollo de la supervisión de delitos ambientales, asimismo, dos abogados 
especialistas del ámbito penal dado que a través de sus conocimiento logramos 
esclarecer los criterios sobre la responsabilidad penal de las personas jurídicas. 
Por otro lado, dos abogados ambientalistas, dado que, fue necesario recabar 
información sobre la legislación ambiental y la perspectiva desde el derecho 
ambiental moderno, en razón al área legal, dos abogados societarios, finalmente 
fiscal provincial de la fiscalía especializa en delitos ambientales de Ventanilla, en 
representación como potencial persecutor de los delitos ambientales. En la 
presente investigación, tuvo que asirse tomando los consecuentes datos. 
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ESCENARIO DE ESTUDIO PARTICIPANTES 
MINISTERIO DEL MEDIO 
AMBIENTE 
1 funcionario público del área de fiscalización 




2 abogado especialista en materia penal. 
2 abogado especialista en materia ambiental. 
2 abogado especialista en derecho societario. 
 
MINISTERIO PÚBLICO 
1 fiscal Provincial, especializado en delitos 
ambiental de Ventanilla. 
TOTAL 8 personas 
 
 
Fuente: Elaboración propia. 
 
La elección de los participantes se rigió en base a los años de experiencia y el 
conocimiento de la problemática estudiada en el desarrollo del presente informe 
de investigación, para lo cual se solicitó la posibilidad de conceder las entrevistas, 
arribando al final de la tesis a criterios importantes, a quienes se le efectuó las 
doce preguntas correspondientes de la entrevista, con el objetivo como fue 
obtener sus respuestas los cuales se plasmaron en los resultados y discusión 
generando las conclusiones y recomendaciones para dar solución a la 
problemática. 









INSTITUCIÓN AÑOS DE 
EXPERIENCIA 
1 Montero Espejo, 
Jorge Edy 
Magister Estudio Jurídico 
Zarzosa S.A.C 
30 
2 Zarzosa Cadillo, Magister Estudio Jurídico 3 
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 Edgardo Simón  Zarzosa S.A.C  
3 Pardo Vargas, 
Alejo 
Magister Litigante 3 
4 Vinces Escobar, 
Guillermo 
Abogado Estudio Jurídico 
Vinces 
30 
5 Tapia Gomez, 
Ariel Alejandro 
Fiscal Provincial Ministerio 
Público 
30 



















8 Guerrero Muñoz, 
José Luis 
Magister Gerente de 
Firma Guerrero 
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Fuente: Elaboración Propia. 
 
 
3.5. Técnicas e instrumentos de recolección de datos: 
 
Para Bavaresco (2006), las técnicas e instrumentos de recolección de datos 
fueron un punto esencial para el desarrollo de la investigación, dado que, guiaron 
la veracidad de la problemática existente obteniendo datos e información (p. 95). 
Es decir, al ser aplicados a los especialistas y conocedores de la problemática 
obtuvimos resultados, los cuales se emplearon en la conclusión. 
Uno de los instrumentos aplicados en el presente trabajo, fue la entrevista, el 
cual fue medio técnico donde el investigador formuló preguntas derivadas de la 
problemática general y específicas con el fin de recabar las respuestas del 
entrevistado mediante la confrontación (Kerlinger, 1985, p. 338). En referencia a 
la guía de entrevista las preguntas fueron concisas y coherentes planteando un 
total de doce preguntas con el fin de responder a nuestros objetivos, 
respectivamente validadas para proceder su aplicación a los entrevistados. 
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VALIDACIÓN DE GUÍA ENTREVISTA 
Datos generales Cargo Porcentaje 
Dr. Pedro Pablo 
Santisteban Llontop 
Docente de metodología de investigación 
en la Universidad Cesar Vallejo. 
 
95% 
Dr. Eliseo Segundo 
Wenzel Miranda 
Docente de la Universidad Cesar Vallejo. 95% 
Dr. Rodriguez 
Figueroa, Jorge 
Docente de metodología de investigación 




Fuente: Elaboración Propia. 
 
Por otro lado, Análisis documental, para ello se estudió diversos medios de 
información como libros, jurisprudencia, derecho comparado, revistas indexadas, 
tratados internacionales, así como la propia ley, el cual favoreció la obtención de 
datos e información de teorías relacionadas a las categorías de la problemática, 
siendo estas la responsabilidad penal de las personas jurídicas y el Delito de 
Contaminación Ambiental. 
Para Ñaupa (2014), la guía de análisis documental implicó un mecanismo 
verificador de la veracidad y confiabilidad de la información que el investigador 
logró obtener sobre el alcance al tema y línea escogida (pp.386-387). 
Tabla 3 Validación de guía de análisis documental 
 
 
VALIDACIÓN DE GUÍA DE 
ANÁLISIS DOCUMENTAL 
Datos generales Cargo Porcentaje 
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Dr. Pedro Pablo 
Santisteban Llontop 
Docente de metodología de investigación 





Docente de metodología de investigación 




Fuente: Elaboración propia. 
 
3.6. Procedimientos: 
La presente tesis llevó a cabo procedimientos estructurados para concluir de 
manera exitosa, en primer lugar, describió la realidad problemática, luego, se 
formuló la problemática general y específica, asimismo, el objetivo general y 
específicos. Posteriormente, se realizó el marco teórico que implicó el análisis de 
los antecedentes nacionales e internaciones, y las teorías relacionadas a la 
problemática. 
En razón se desarrolló la metodología de investigación que brindó 
característica de los medios a utilizar en el presente trabajo. Finalmente, se 
estableció las conclusiones y recomendaciones sobre la problemática. 
Este punto incluido en el presente proyecto de investigación fue importante ya 
que a través de ello se obtuvo y recolectó los conocimientos para los 
antecedentes y marco teórico, que responde a las dos categorías basándose en 
procesos estructurados es decir procedimientos adecuados aprobados para su 
credibilidad. (Hernández, Fernández, Baptista, 2014, p.5). 
3.7. Rigor Científico: 
La tesis realizó y cumplió disposiciones, normativas y lineamientos brindados por 
la casa de estudio bajo los principios de credibilidad, confiabilidad y validez. 
(Hernández, Fernández y Baptista, 2010, p. 243). 
En primer lugar, la dependencia resultó por lo adquirido a través de los 
avances elaborados mediante el proceso de la investigación, coherentes para 
proporcionar conocimientos que respondan a la problemática. 
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En segundo lugar, la credibilidad fue aquella información de datos válidos y 
creíbles, hallados y generados en el proceso de la investigación, desde el inicio 
de los antecedentes hasta la aplicación de los instrumentos de recolección de 
datos. Por otro lado, a través de la triangulación se reafirmó el proceso del 
método utilizado y con ello el estudio de la información proporcionada. 
La transferencia en la presente investigación era conducida hacia el 
investigador con la finalidad de ejercitar su facultad para la verificación de la 
similitud de lo desarrollado en base a trabajos previos mediante la caracterización 
de sus participantes e instrumentos utilizados en el proceso de la investigación. 
En conclusión, la conformabilidad se basó en la credibilidad estipulada por 
todo aquel procedimiento que se encuentra en ello y es ahí su importancia de 
validación de cada uno. 
3.8. Método de análisis de la información: 
 
En el desarrollo del trabajo de investigación, se distinguió los métodos a utilizar 
sobre el medio de análisis en base a los datos e información: 
Método Hermenéutico: El investigador interpretó los datos e información 
obtenida y con ello describe, define, redacta conceptos y significados con la 
posibilidad de ser un aporte nuevo para la investigación dado que lo realiza desde 
su criterio. 
Método Sistemático: Procedió mediante un lineamiento de reglas para 
alcanzar un eficaz entendimiento sobre la información obtenida y con ella un 
resultado unificado. 
Método Analítico: A través de ello el investigador analizó toda aquella 
información examinada y encontrada para el desarrollo del presente, por otro 
lado, el investigador con la finalidad de dichos conocimientos brindó aportes 
coherentes diferenciándolo de diversos estudios existentes. 
Método Deductivo: Al aplicarse este método se razonó desarrollando la 







Método Inductivo: A través del desarrollo de este método obtuvimos diversas 
conclusiones generadas por la información previa y actual de la problemática. 
Método Descriptivo: Describimos y apreciamos diversas características sobre 
la problemática de acuerdo al tiempo en que se desarrolló hasta el día de hoy. 
Método Exegético: Estudiamos la norma jurídica relacionada a la 
problemática por cada artículo y objeto de estudio para su significado. 
Figura N° 4: Proceso de análisis de métodos de investigación 
Fuente: Elaboración Propia. 
3.9. Aspectos Éticos: 
La tesis, se encontró inmerso en el ámbito metodológico con directrices, 
respetando la técnica e instrumentos a utilizar, en consecuencia, se citó la 
información a recolectar a través de lo dispuesto por el manual APA con la 
finalidad de no incurrir en plagio o copia, finalmente, se procedió con 
responsabilidad, jurídica, ética, social, política, y social, asimismo el derecho a la 
propiedad intelectual de autor. 
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IV. RESULTADOS Y DISCUSIÓN: 
Tras aplicar las técnicas de recolección de datos, es decir la entrevista y el 
análisis de fuente documental mediante sus instrumentos debidamente validadas 
por los expertos, se obtuvieron resultados que fundamentaron la presente 
investigación, se llevó a cabo de la siguiente manera: 
Descripción de la Guía de entrevista sobre las entrevistas realizadas de 
acuerdo al objetivo general: Analizar como incide la responsabilidad penal 
de las personas jurídicas en el delito de contaminación ambiental Ventanilla 
– Callao 2018, se formularon tres preguntas: 
 
1. ¿Cuáles son los criterios jurídicos que incide en la responsabilidad penal 
de las personas jurídicas en el delito contaminación ambiental, Ventanilla – 
Callao 2018? 
2. ¿Considera usted, de acuerdo a la norma penal, se debe sancionar a las 
personas jurídicas que desarrollen actividades contaminantes que 
menoscaban al medio ambiente, el derecho a la vida y a un adecuado 
desarrollo sostenible? 
3. ¿Cree usted, que, la responsabilidad penal de las personas jurídicas recae 
en el gerente general y los directivos por no prevenir las acciones que 
contaminen el medio ambiente? 
 
Respecto a la primera pregunta planteada a los entrevistados, Montero, 
Tapia, Zarzosa, Rodríguez (2020), manifestaron que los criterios que se debe 
tomar en cuenta para incidir en una responsabilidad penal a las personas jurídicas 
en los delitos ambientales, es el actuar omisivo, negligente, o comisivo realizado 
por el agente que representa a la empresa, cumpliendo con las consideraciones 
jurídicas por no controlar y saber gerenciar adecuadamente, así como el 
incumplimiento de sus mismos protocolos internos, es decir la persona natural 
que desarrolla una actividad o función importante, pero no lo cumple, incurre en 
una infracción del deber, siendo la persona jurídica responsable por el defecto. 
En razón Rodríguez (2020), dentro de ese marco, señaló que los criterios que 
se deben aplicar en las consecuencias de los delitos ambientales, son los 
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dispuestos en el artículo 105° A y los parámetros brindados en la ley 30424°, 
determinando que si se comete delitos por persona jurídicas estas deben 
responder con sanciones penales tipificados en el código penal como medidas 
accesorias. 
Por otro lado, la encargada del área de gerencia y producción conocían los 
efectos que podrían generar, pero no previnieron asertivamente, a pesar de ello, 
direccionaron deberes a los terceros (empleados) que al final cometen los delitos, 
pero, sin discriminación de la responsabilidad de los altos mandos por tener en 
sus posibilidades la creación de medidas de protección, sin embargo, se rehúsan 
a implementar gestiones y protocolos ambientales, ocasionando daños al medio 
ambiente y a la salud, siendo pasibles de responder como lo dispone el artículo 
314° y accesoriamente en la vía administrativa y civil (reparación de daños y 
perjuicios). 
La terminología como sujeto activo: “El que”, en los artículos 304°, 305° y 307° 
fue señalada por los expertos que ese sujeto ya se encuentra calificado 
normativamente englobando a la persona natural o jurídica por el deber de hacer, 
es decir, evitar contaminar, y dañar el medio ambiente que es el bien jurídico 
protegido, pero cuando no se realiza, se genera la infracción del deber siendo 
pasibles de responsabilidad penal. 
Sin embargo, Vinces, Inca, Pardo, Guerrero (2020), sostuvieron que en la 
actualidad la persona jurídica no es pasible de una responsabilidad penal por la 
inexistencia normativa que materialice a este agente ficticio, y en el principio de 
societas delinquere non potest, sin embargo, confirmaron que los procesos 
penales recayeron ante una persona natural al momento de identificar las 
consecuencias generadas, por otro lado, a las empresas solo se les aplica 
sanciones administrativas cuando se acredite su negligencia. Por ello, Vinces, 
manifestó que la persona jurídica direcciona la responsabilidad a sus empleados 
siempre y cuando la empresa no cuente con compliance office como ha quedado 
establecido en la Ley N° 30424. 
Guerrero (2020), señaló que, el criterio jurídico de mayor incidencia para 
evaluar la responsabilidad penal de las personas jurídicas en el delito de 
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contaminación ambiental está relacionado con la capacidad que estas tienen para 
asumir las consecuencias penales de sus actos, pues en nuestro sistema rige el 
principio “Societas delinquere non potest”, lo que, en principio, impediría hablar de 
responsabilidad penal de dichos entes abstractos. 
Prosiguiendo con lo pregunta dos, Montero, Tapia, Zarzosa, Inca, Vinces, 
Rodríguez, Pardo, Guerrero (2020), manifestaron que si se debe perseguir 
penalmente a las personas jurídicas que desarrollen actividades contaminantes 
por menoscabar al medio ambiente, al derecho a la vida y a un adecuado 
desarrollo sostenible, porque se considera que son directamente los 
responsables, civil, penal y administrativamente, al derivar deberes de producción, 
manipulación, transporte, etc., inadecuados, sin prevenir (comisivo) u omitir las 
normas dispuestas en los protocolos internos y por la entidad fiscalizadora, 
obteniendo más ganancias en beneficio de la empresa, citando ejemplos como el 
derrame de mercurio en Cajamarca, la minería en la Oroya, y, cerca al escenario 
de estudio, la contaminación en la línea del tren del Callao, problemática que 
viene desde el año 2000 por la emisión de partículas de plomo. 
La persona jurídica omitió responder por los daños causados escabulléndose 
en mañas ilegales, por ello, al iniciar un proceso contra estas empresas se va a 
salvaguardar los bienes jurídicos colectivos (medio ambiente y la salud). 
Pardo (2020), sostiene que la normativa peruana debe tener esa posibilidad en 
similitud de otros países como Estados Unidos, Holanda, Francia, Bélgica (países 
europeos avanzados), que regularon la responsabilidad expresa en sus 
normativas. Concluyendo que es adecuado sancionar penalmente a las personas 
jurídicas. 
Guerrero (2020), en efecto, consideró que sí, dado que la necesidad de 
sancionar a las personas jurídicas que desarrollan actividades contaminantes fue 
discutido y se llegó a un consenso al respecto de acuerdo a la doctrina de la 
protección ambiental ante las actividades empresariales, sin embargo, recalcó lo 
que hasta hoy genera debate es si dichas sanciones deben incluir la atribución de 
responsabilidad penal, como ocurre en España, por ejemplo, si basta con las 
sanciones de carácter civil o administrativo que nuestro ordenamiento ya prevé. 
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En consecuencia, Rodríguez (2020), manifestó, en primer lugar se debe 
analizar si la población ha sido o no afectada mediamente un certificado médico, 
que acredite que dichas consecuencias fueron provenientes de las actividades de 
las empresas en la planta de fundición de plomo y cadmio, para luego ser 
pasibles por cometer delitos ambientales, y en segundo lugar, reconocer que 
teniendo el carácter obligatorio de crear gestiones, protocolos, o mecanismos de 
prevención no lo ejecutan, por ello, los operadores de justicia debieron y deben 
aplicar una responsabilidad penal, sin embargo, por su creación ficticia también 
deberán ser responsables las personas naturales que lo conformen (Estructura 
empresarial), al demostrar la violación de la norma. 
Por otro lado, de acuerdo a la tercera pregunta, Tapia, Zarzosa, Inca, 
Montero, Rodríguez, Pardo, Guerrero (2020), señalaron que la responsabilidad 
penal de las personas jurídicas si puede recaer en el gerente general, directivos, 
representantes, administradores, y todo el personal en su conjunto, por no haber 
previsto las acciones que contaminen al medio ambiente, o actuaciones 
negligentes que generaron una infracción a sus deberes como responsables de la 
actividad. 
Asimismo, Montero (2020), recalcó, serán responsables cuando incumplan sus 
normas internas de gestión ambiental que causen contaminación ambiental, 
lesiones e inclusive la muerte de los pobladores, porque actualmente solo 
responden administrativamente y civil (pago de reparación por daños y perjuicios), 
pero si van más allá de lo previsto debe ser sancionados penalmente, bajo los 
parámetros de dolo eventual, es decir por conocer y no prevenir. 
Pardo (2020), consideró que conforme los artículos 27° o 23° del código penal, 
los gerentes y directivos, incurren en la actuación y beneficio a nombre de la 
empresa, siendo responsables por ser personas naturales. 
Rodríguez (2020), señaló que, la responsabilidad penal de las personas 
jurídicas no necesariamente recaerá en ellos al implementar un instrumento 
preventivo como el compliance office, pero al no implantar o contar con este 
medio serán responsables los directivos y todo el personal del ilícito penal 
ambiental. Determinando que la naturaleza del compliance office o cualquier 
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mecanismo de prevención ayudarán a identificar la responsabilidad de cada 
agente, pudiendo ser responsables el personal de mantenimiento, producción, 
etc. 
Contrarrestando a ello, Vinces y Guerrero (2020), Vinces, manifestó que la 
responsabilidad recae solo en el gerente general cuando no cumple con la 
implantación del compliance office, porque los directivos delegan la función de 
gerenciar a una persona, siendo el que deba tomar las decisiones adecuadas 
para la empresa, y, la población que se ve envuelta en el desarrollo de su 
actividad. 
Guerrero (2020), sostuvo que, hasta la actualidad, nuestro ordenamiento 
jurídico está diseñado en ese sentido, tal y como se verifica de la lectura del 
artículo 27º del Código Penal; sin embargo, cada vez cobra más fuerza la postura 
doctrinaria que apuesta por atribuirle responsabilidad penal directa a la persona 
jurídica, independientemente de la que podría recaer en sus directivos y/o 
representantes. De consolidarse esta última postura, las acciones contaminantes 
realizadas por las personas jurídicas generarían responsabilidad penal directa en 
sí mismas y, eventualmente, también en sus representantes. 
Con relación al objetivo específico uno, el cual fue: Identificar como el 
compliance office evitará el incumplimiento de normas legales de tráfico de 
residuos peligrosos, Ventanilla – Callao 2018., se formularon las siguientes 
preguntas: 
4. ¿Cómo a través del compliance office se puede evitar el incumplimiento a 
las normas de tráfico de residuos peligrosos Ventanilla – Callao 2018? 
5. ¿Considera que los instrumentos de gestión ambiental del OEFA, son 
eficaces ante el tráfico de residuos peligrosos (Plomo y Cadmio)? 
6. ¿Usted cree que el protocolo de gestión ambiental respecto al tráfico de 
residuos peligrosos (plomo y cadmio) se encuentran desarrollando con las 
medidas de seguridad adecuadas? 
7. ¿Es oportuno ante la problemática ambiental solicitar obligatoriamente un 
compliance office en las empresas pequeñas, medias y grandes que 
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desarrollen actividades relacionadas a elementos químicos (Plomo y 
Cadmio) que contaminen el medio ambiente? 
 
Montero, Zarzosa, Vinces, Inca, Pardo, Guerrero (2020), en razón a la 
cuarta pregunta, determinaron que, se puede evitar el incumplimiento de la 
norma que regula el tráfico de residuos peligrosos cuando se implemente este 
mecanismo preventivo y ante ello cumplir con los procedimientos dispuestos por 
los encargos de certificar su viabilidad, con la finalidad de salvaguardar al medio 
ambiente. A través de ello, se busca no generar consecuencias o un delito, 
cumpliendo las disposiciones del estado, además, la posibilidad de crear espacios 
u oficinas en las entidades municipales y ambientales para que exijan 
obligatoriamente los estándares permitidos, y se respeten las fiscalizaciones o 
supervisiones realizadas por el OEFA. 
Asimismo, señalaron que, el Ministerio del Ambiente requiere para brindar la 
licencia de funcionamiento, y la contratación con el estado, la creación de diseño 
de gestión ambiental lo cual sería parte de la implementación de compliance 
office, por eso los entrevistados manifestaron que el instrumento internacional 
(oficiales de cumplimiento y seguimiento especializados en prevención de riesgos 
– compliance office), permite capacitar a los empleadores y a la persona jurídica 
con el fin de brindar una cultura preventiva ante posibles negligencias y estar 
vigilantes de la actividad. 
Sin embargo, Tapia y Rodríguez (2020), sostuvieron que, el compliance office 
es un mecanismo que según su función salvaguardará la protección del medio 
ambiente, la salud y la vida de pobladores, e identificar a la persona ya sea 
natural o jurídica quien es culpable de los hechos y responderá por los daños 
causados, sin embargo, disminuye la posibilidad de sancionar a la persona 
jurídica, lo cual implicaría que el gerente general o cualquier tercero que lo 
represente se exima de responsabilidad. 
Para ello, Tapia (2020), manifestó que no necesariamente se puede 
implementar un compliance office sino un mecanismo, o gestión ambiental que 
tenga su fin la radicación de los índices de incumplimiento sobre los estándares 
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brindados por la entidad administrativa ambiental, para que así no se libren de 
responsabilidad penal. 
Contrarrestando lo señalado, Rodríguez (2020), aseguró que dicho 
instrumento preventivo, permitirá proteger, siendo necesario e importante que 
todas las empresas que utilizan residuos peligrosos adquieran un compliance 
office, pero, al no implementar serán responsables los gerentes. 
De acuerdo a la quinta pregunta formulada, Montero, Zarzosa, Vinces, 
Pardo, Tapia, Guerrero (2020), los instrumentos de gestión ambiental brindados 
por el OEFA, no son eficaces ante el tráfico de residuos peligrosos, dado que no 
se cumple ni se respeta dichas medidas para evitar efectos contaminantes, sin 
lograr prevenir lo que envuelve su uso, producción, manipulación o transporte de 
componentes tóxicos, señalando que, ¿Si hay contaminación como podemos 
asegurar que son adecuados? 
Tapia (2020), manifestó que el OEFA, cuenta con esquemas de fiscalización, 
que desde una visión vaga se interpreta como instrumentos de gestión, los cuales 
cuentan con tres componentes, primero, la evaluación del entorno, segundo, la 
prevención de un posible riesgo, tercero, el control de estándares permitidos, pero 
en realidad son los PLANEFAS, o también llamados planes operativos, los medios 
que buscan erradicar la contaminación y prevención a futuro, sin embargo, los 
instrumentos de gestión ambiental solo son acompañantes para que en algún 
momento se deje de contaminar, esto pasa en los diversos ámbitos industriales. 
Ante ello, Inca (2020), sostuvo que la fiscalización o instrumentos de gestión 
realizado por el OEFA, si son adecuados porque implica un informe técnico de 
cómo se desarrolló la actividad contaminante para que posteriormente lo obtenido 
sea remitido a la área legal donde se determina la responsabilidad administrativa 
de la empresa, más no de los sujetos involucrados en el accionar del ilícito, por 
ello, no se puede señalar que si son o no eficaces dado que la supervisión y 
entrevista del encargado de dicha área se lleva a cabo adecuadamente pero los 
resultados o la conclusión es realizado por el área legal del OEFA; analizando la 
magnitud se puede decir que las empresas a pesar de ser supervisadas y 
sancionadas se burlan de las exigencias. 
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Asimismo, Rodríguez (2020), aseguró que, los instrumentos de gestión 
ambiental no son tan malos, porque precisamente adecúan los parámetros 
basándose en estudios anteriores y estandarizados a nivel internacional, no 
siendo tanto la fiscalización o las gestiones brindadas por el OEFA sino los 
empresarios que no cumplen las disposiciones recayendo en el ilícito penal de 
contaminación ambiental, lesiones graves e inclusive la muerte de pobladores. 
Montero, Zarzosa, Vinces, Pardo, Rodríguez, Tapia, Guerrero (2020), 
determinaron que, basándonos en la sexta pregunta, los protocolos de gestión 
ambiental respecto al tráfico de residuos peligrosos, no se encuentran 
desarrollando con las medidas de seguridad adecuadas. 
Tapia (2020), manifestó que no se desarrollan adecuadamente porque los 
procesos de fiscalización se ven envueltos en la corrupción y no permite expedir 
un informe de la realidad problemática, por ello se observar que por ser empresas 
y tener un velo jurídico siguen contaminando, concluyó manifestando que las 
autoridades responsables de la persecución del delito no están cumpliendo de 
forma eficiente su función. 
Sin embargo, Inca (2020), sostuvo, que los protocolos de gestión ambiental 
son desarrollados debidamente dado que siguen los parámetros internacionales 
de las entidades que tienen como fin regular la protección del medio ambiente y 
con ello el desarrollo sostenible, desde ese punto de vista, el Perú regula sus 
propios estándares y protocolos que a la medida de lo posible se exige a las 
empresas. 
Con respecto a la séptima pregunta, Montero, Zarzosa, Inca Vinces, 
Rodríguez, Pardo, Guerrero (2020), determinaron, que el compliance office es 
oportuno implementar en grandes, medias y pequeñas empresas, en razón a su 
naturaleza de evitar delitos y con ello las consecuencias a los bienes jurídicos, 
además permitirá identificar la ruptura del principio de confianza entre las órdenes 
y la responsabilidad de cada empleador de acuerdo a sus funciones. 
Montero (2020), señaló, que exigir implementar un instrumento de 
seguimiento preventivo, como compliance office, es adecuado porque todos los 
niveles de sociedades deben acreditar una eficaz cultura preventiva ambiental, sin 
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embargo, sostuvo que en el Perú, la entidad facultada, PODRUCE, exige el 
cumplimiento de requisitos, como la creación de diseños, protocolos y gestiones 
ambientales realizados por expertos calificados, en referencia a las disposiciones 
brindadas por el PCM, pero como muchos se dirigen a la informalidad por los 
costos es imposible que se cumpla las normativas, siendo igual en el compliance 
office. 
Por ello Pardo (2020), consideró que se debe realizarse de forma gradual 
principalmente en pequeñas empresas a fin de no generar efectos de 
permanencia y estabilidad por los costos elevados de implementación. 
Tapia (2020), sostuvo que el problema no se va a solucionar con la 
implementación de un compliance office, porque disminuye la probabilidad de 
responsabilizar aquel que cometa delitos, sin prevenir en algunas oportunidades 
las consecuencias generadas, ayudando a liberar de responsabilidad al 
capitalismo, concluyendo que para él, los instrumentos de gestión ambiental 
desde varios años atrás vienen implícitamente tratando de detener las actividades 
contaminantes por estos compuestos o partículas tóxicas. 
De acuerdo al objetivo específico 2: Precisar que los efectos de la 
actividad metalmecánica– producto del manejo de plomo y cadmio provocan 
lesiones graves o la muerte de los pobladores en Ventanilla – Callao 2018. 
Se realizaron las siguientes preguntas: 
8. ¿Los efectos de la actividad metalmecánica producto del manejo de plomo 
y cadmio producen lesiones graves o la muerte de pobladores en 
Ventanilla – Callao 2018? 
9. ¿Dado al incumplimiento de las normas legales de los límites permitidos 
para el uso y emisión de partículas de plomo y cadmio, precise usted por 
qué las empresas metalmecánicas incurren más en la posibilidad de 
cometer delitos ambientales? 
10. ¿Es suficiente aplicar para sancionar penalmente a las personas jurídicas 
el artículo 305° y el artículo 27° del Código penal cuando existe lesiones 
graves o muerte de pobladores producto de la inhalación de estos 
elementos altamente tóxicos (Plomo y Cadmio)? 
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11. ¿Cree usted que las medidas accesorias estipuladas 105° y 105° - A son 
eficaces y proporcional ante la comisión de los delitos ambientales 
cometidos por las personas jurídicas? 
12. ¿En su condición de especialista cual sería las posibles soluciones 
respecto a la responsabilidad penal de las personas jurídicas por la emisión 
de gases tóxicos que generan lesiones graves e inclusive la muerte? 
 
Con respecto a la octava pregunta, Montero, Zarzosa, Inca Vinces, 
Rodríguez, Pardo, Guerrero (2020), sostuvieron que la actividad desarrollada 
por empresas metalmecánicas en la planta de ventanilla, efectivamente provocan 
lesiones graves e inclusive la muerte de pobladores puesto que estas partículas 
producen enfermedades, y efectos cancerígenos al momento de ser inhalados por 
niños, mujeres embarazadas y adultos mayores. 
Vinces (2020), citó a lo visto y estudiado hace 30 años en el callao, donde 
familias enteras fueron contaminadas de plomo y cadmio por esta consecuencia 
ambiental, sin embargo, los operadores de justicia lo único que han realizado es 
obligar administrativamente el llenado de los inmuebles y veredas, dejando a la 
fecha que se continúe contaminando con las emisiones de partículas de plomo y 
cadmio, exponiendo a peligro a las personas que viven alrededor. 
En cambio, Tapia (2020), en su calidad de persecutor del delito ambiental, 
señaló que no se ha comprobado adecuadamente porque al momento de 
solicitarle al estado los exámenes correspondientes para los niños en su momento 
manifestaron que no había dinero para realizarlo, sin embargo, se emplazó en dos 
carpetas fiscales al estado con la finalidad de financiar los exámenes para 
acreditar la contaminación de plomo y cadmio, obteniendo resultados de un 40% 
de la población, pero la DIRESA acreditó que realmente se habían contaminado 
de estas partículas. 
Continuando, por la novena pregunta, Montero, Tapia, Zarzosa, Inca 
Vinces, Rodríguez, Pardo, Guerrero (2020), consideraron que existe diversos 
factores, entre los cuales se encuentra los costos elevados que genera 
implementar medidas adecuadas, por otro lado, las empresas tienen conocimiento 
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que cuentan con un velo jurídico que exime de responsabilidad penal, efectuando 
cambios de personal, gerente y representantes para no afectar a la empresa y así 
evadir responsabilidades. 
Montero, Inca, Vinces, Rodríguez, Guerrero, (2020), mediante la décima 
pregunta, determinaron que se debe aplicar los artículos 305° y el artículo 27° del 
código penal cuando se compruebe las formas agravadas del delito de 
contaminación para sancionar penalmente sobre las consecuencias, 
responsabilizando a los agentes establecidos en el artículo 27°, siendo la única 
forma en la actualidad de hablar sobre una responsabilidad penal de las personas 
jurídicas. 
Sin embargo, Tapia, Zarzosa, Pardo (2020), sostuvieron, que no es suficiente 
aplicar los artículos 305° y 27° del código penal, cuando existe lesiones graves e 
inclusive la muerte de pobladores, porque el Artículo 27 del Código Penal, más 
bien establece que el responsable penal es quien actúa en representación de la 
persona jurídica, como es el caso de apoderados, gerentes, presidente, Etc. y no 
la persona jurídica, más cuando en el Perú las personas jurídicas solo son materia 
de consecuencias accesorias. 
Tapia (2020), precisó que dentro del título que tipifica los delitos ambientales 
se reguló la responsabilidad penal de las personas jurídicas (art. 314° A), el cual 
direcciona a los artículos 23° y 27°, siendo que el operador de justicia determine 
una responsabilidad conjunta de la persona jurídica y también de su personal 
físico. 
Montero, Tapia, Zarzosa, Inca Vinces, Rodríguez, Pardo (2020) respecto a 
la pregunta once, Consideraron que no, porque si bien es cierto los operadores 
de justicia lo interpretan como sanción penal, pero en la realidad su magnitud no 
brinda seguridad jurídica porque son medidas accesorias administrativas, por 
ende, las personas jurídicas se ocultan bajo el amparo del velo societario y el 
principio de Societas delinquere non potest, cometiendo delitos y no siendo 
responsables penalmente. En este orden de ideas, lo establecido en los Artículos 
105 y 105—A no promueve la prevención de los delitos ambientales que sean 
cometidas a través de personas jurídicas. Sin embargo, se rescató que la medida 
32  
más severa ante la proporción de los daños es la disolución o la muerte de las 
empresas. 
Contradiciendo a lo antes señado por los entrevistados, Guerrero (2020), 
manifestó que si, independientemente de la naturaleza penal o administrativa de 
las medidas contempladas en los artículos 105º y 105º-A, consideró que dichas 
normas constituyen un avance en nuestro sistema y si resultarían eficaces ante la 
comisión de delitos ambientales cometidos por personas jurídicas, sin que ello 
signifique que sean suficientes. 
Montero, Tapia, Zarzosa, Inca Vinces, Rodríguez, Pardo (2020) respecto 
a la pregunta doce, arribaron a la conclusión que serían las posibles soluciones: 
1. Toda empresa, que manipule estos componentes debe contar con nuevos 
protocolos actualizados, y mejorados de acuerdo a su evolución 
productiva. 
2. Capacitar a los empleadores. 
3. Que, el ministerio del ambiente controle mediante sus fiscalizaciones 
asertivamente y exige el cumplimiento de los estándares y límites 
permitidos. 
4. Si la OEFA, brindó un informe técnico de dichas empresas con 
antecedentes de delitos ambientales debe remitirlo obligatoriamente al 
ministerio público. 
5. Que, se efectúe el cierre ya sea temporal o definitivo de las empresas que 
excedan los parámetros internacionales sobre el manejo de plomo, y si 
temporal se subsane medios preventivos y reparatorios con un nuevo 
esquema de producción, asimismo, no se brinde licencia, cuando no 
cuenta con el diseño solicitado por PRODUCE. 
6. Que, se apliquen las medidas establecidas en los artículos 105º y 105º-A 
dado que, son precisamente una solución en los casos propuestos, pues 
contemplan sanciones patrimoniales (multa) y extra patrimoniales que 
pueden llegar incluso a disolución y liquidación de la persona jurídica; 
es decir, a su extinción definitiva, sin que ello impida a los directamente 
afectados a reclamar la indemnización que resulte pertinente. 
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En conclusión, de acuerdo, a lo obtenido en los resultados se observó que la 
problemática analizada en el distrito de Ventilla debió ser regulada desde años 
atrás con el fin de mitigar los daños ambientales y a la salud generados por las 
personas jurídicas, ya que se debe tipificar expresamente las conductas omisivos, 
negligentes y comisivos que envuelve la teoría de la infracción del deber. 
Descripción de resultados de la guía de análisis de fuente documental, en 
relación al objetivo general: Analizar como incide la responsabilidad penal 
de las personas jurídicas en el delito de contaminación ambiental Ventanilla 
– Callao 2018. 
 
Con respecto al objetivo general, Derecho Comparado entre Colombia, 
España, EE. UU, Italia, Colombia, España, EE. UU, e Italia determinaron 
regular la responsabilidad penal de las personas jurídica por la comisión del ilícito 
penal ambiental, sancionándolas respectivamente con medidas, que van desde la 
multa hasta la pena privativa de libertad, estas legislaciones son claras y concisas 
en la materia tipificando artículos especiales que determinaron la responsabilidad 
penal de las empresas, así como de sus agentes que participan en la estructura y 
proceso de producción. 
En razón, las personas al mando de la empresa también fueron mencionadas 
en las normas reguladas para los delitos ambientales con el fin de llevar a cabo su 
identificación y responsabilidad de acuerdo a su grado de la participación. 
Corroborando que los delitos ambientales pueden ser cometidos por una persona 
natural y jurídica por el cual al comprobarse se aplicaran una sanción penal 
proporcional ante los daños causados para así minimizar y radicar los efectos 
negativos. 
Asimismo, en Brasil, se tipificó a través de su ley de crímenes ambientales los 
delitos del derecho moderno, con el fin de disminuir los daños ambientales y al 
desarrollo sostenible pero no aclaró que existe una responsabilidad penal de la 
persona jurídica. 
Sin embargo, en el Perú la norma reguló la participación a nombre de otro en 
el artículo 27°, al interpretarla dicha normativa, se reflejó solo el accionar de los 
empleadores, representante y administrador, de una persona jurídicas, lo cual 
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conllevó a que los operadores de justicia no actualicen la metodología y sigan 
aplicando el aforismo SOCIETAS DELINQUERE NOT POTESD, en ese sentido 
solo se sanciona a través de las medidas dispuestas en los artículos 105 y 105 -A, 
a pesar de correr riesgo el medio ambiente, la salud y la vida de pobladores, 
siendo la formas las formas agravadas establecidas en el artículo 305° de los 
artículos 304° y 307°. 
Por otro lado, la casación 455-2017 de Pasco, señaló en los fundamentos 
1.5 al 1.9, que el artículo 304° y 305° del código penal y la Ley N° 26293, que 
modifica los artículos mencionados, debió interpretar de manera exhaustiva las 
acciones ilegales con participación de la persona jurídica. Además, brindó una 
postura a favor sobre los delitos ambientales manifestando que son cometidos por 
personas jurídicas generando la afectación al medio ambiente, el derecho a la 
salud y la vida, asimismo, reconoció, que también son responsables el gerente, 
los directivos, administradores, representantes y empleadores cuando se dé una 
infracción deber, por tres defectos, negligencia, omisión o comisión. 
En consecuencia, determinó que existe una responsabilidad penal como lo 
dispone el artículo 314° del Código Penal el cual direcciona conjuntamente al art. 
23° o 27° esta misma normativa. 
Prosiguiendo con el objetivo específico 1: Identificar como el compliance 
office evitó el incumplimiento de normas legales sobre el tráfico de residuos 
peligrosos, Ventanilla – Callao 2018. 
Conforme a la Ley N° 30424 “Ley de responsabilidad administrativa de las 
personas jurídicas por el delito de cohecho pasivo transnacional”, la citada 
ley, refirió en su artículo 17°, el eximente por implementación de modelo de 
prevención, 
La ley N° 30424, reguló el criminal compliance desde un inició para el delito de 
cohecho activo transnacional, por la problemática nacional en la que se 
encontraba el país, sin embargo, a la fecha es necesario analizar el antecedente a 
esta norma. Proyecto de Ley, 3491-2013, el cual pretendió establecer una 
responsabilidad penal global de los bienes jurídicos colectivos o mejor dicho los 
delitos de peligro común para la sociedad, siendo el caso del medio ambiente, el 
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cuerpo, la vida y la salud como consecuencia de los delitos establecidos en la ley 
29263°, dicho proyecto en su art. 35°, determinó que son responsables cuando en 
su nombre, por cuenta de ellas, o en su provecho, cometan acciones ilícitas los 
empleadores de derecho y hecho. 
Asimismo, reafirmó en el literal b), que serán responsables cuando en el 
ejercicio de las actividades empresariales y con fines para esta misma, someten a 
su personal ha no ejercer un debido control de las concretas circunstancias de los 
hechos, cogiendo más fuerza a través del artículo 36° en donde reconoció que 
dicha responsabilidad es independiente, e individualizada a cada agente que 
participó en la ocurrencia, siendo personalísima ante lo que puede ocurrir con la 
persona natural. 
Es así, que la normativa solo estableció los delitos contra la administración 
pública, pero brindó los parámetros de cómo debe ser el instrumento preventivo, 
(compliance office), que el derecho ambiental moderno o toda materia puede 
implementarlo, para disminuir los delitos, asimismo la creación de gestiones y 
protocolos, pero también determinó que serán sancionados si se observa un 
incumplimiento de la norma para que rápidamente el operador de justicia puede 
iniciar una persecución al delito cometido. 
Por otro lado, el tratado internacional - Convenio de Basilea, sobre el 
control de los movimientos transfronterizos de los desechos Peligrosos y su 
Eliminación, a través del artículo 1°, reguló que el plomo y cadmio son desechos 
peligros al finalizar su procesamiento en la industria, por el cual tuvo como 
finalidad la protección ambiental, así como de la salud de los pobladores, ante el 
menoscabo generado por el vertedero de residuos peligros, señalando que los 
países que subscribieron el convenio deben de crear gestiones para evitar el 
incumplimiento de los estándares permitidos para el tráfico de estos 
componentes. 
En consecuencia, la ley N° 29263 “Ley de Delitos ambientales”, modificó 
diversos artículos del código penal, en su artículo 307° determinó que es tráfico 
de residuos peligrosos cuando, el que ingrese ilegalmente al territorio nacional, 
use, emplee, coloque, traslade o disponga sin la debida autorización, residuos o 
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desechos tóxicos o peligrosos para el ambiente, resultantes de un proceso de 
producción, extracción, transformación, utilización o consumo, será reprimido con 
pena privativa de libertad no menor de cuatro años ni mayor de seis años y con 
trescientos a cuatrocientos días - multa. 
La presente normativa reguló acciones referentes al tráfico ilegal de residuos 
peligros, los cuales, tras concluir con su proceso de utilidad, producción o 
transformación, son transportadas, y utilizadas, en situaciones negligentes. 
Asimismo, se aplicó el análisis de informe para lo establecido en el 
objetivo específico 2: Precisar que los efectos de la actividad 
metalmecánica– producto del manejo de plomo y cadmio provocan lesiones 
graves o la muerte de los pobladores en Ventanilla – Callao 2018. 
De acuerdo, a la resolución N° 009-2017-OEFA-SEPIM, en los fundamentos, 
24, 25, 34, 37, el Tribunal fiscalizador del OEFA esclareció que los pobladores 
tienen el derecho constitucional de vivir en un ambiente equilibrado y adecuado 
para el desarrollo sostenible de las generaciones, asimismo, determinó que es 
obligación de una persona natural o jurídica de respetar al medio ambiente y a la 
salud, garantizando, velando y promoviendo medidas de precaución ante posibles 
daños, reafirmando que serán sancionados en las vías correspondientes ante el 
incumplimiento de la primera obligación cuando se origine un peligro común por 
actividades susceptibles de contaminación, en razón, las entidades 
correspondientes evalúan, fiscalizan, y controlan sus acciones, con el fin de 
asegurar el cumplimiento de los LMP, y de acuerdo a lo tipificado en el artículo 2 
inciso 22 de la Carta Magna. 
En razón, del proceso a Metalexacto, se llevó a cabo porque incumplió con las 
disposiciones en el desarrollo de su producción en la planta de fundición de 
plomo, ocasionando que el distrito de Ventanilla, en su asentamiento Virgen de 
Guadalupe sea contaminado y se observe la degradación de la salud de los 
pobladores por el exceso de los LMP de los elementos tóxicos, además dicha 
empresa no contó con medidas de previsión para evitar los daños y 
respectivamente responder por ellos, siendo procesada administrativamente, 
llegando a la instancia superior de materia ambiental, donde recalcó y confirmó su 
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negligencia, solicitando en el plazo de ley la creación de medidas de protección al 
medio ambiente y a la salud para mitigar los daños a los pobladores y así 
garantizar la obligación de respetar el derecho a gozar y vivir sanamente. 
Dentro de ese marco, la Ley General de la Salud – Ley N° 26842, reguló en 
los artículos 103° a 106°, la protección de la salud ante los delitos de 
contaminación ambiental, por el cual señaló que es responsabilidad del estado, de 
las personas naturales y jurídicas los daños ocasionados por no cumplir con los 
estándares establecidos para el uso, manejo, transporte, verter, etc., los 
elementos contaminantes dispuestos en el código penal, además, estableció que 
la entidad encargada dictará gestiones con el fin de radicar y neutralizar el 
perjuicio originado y si es requerido declarar estado de emergencia por el riesgo o 
daño grave que genera las emisiones y tráfico de residuos peligrosos con el 
objetivo del cese de los hechos. 
Por consiguiente, la sentencia del tribunal constitucional recaída en el 
expediente N° 2002-2006-PC/TC, de acuerdo, a sus fundamentos, 60, 61 y 70, 
analizó las instancias que lo antecedieron, por ello en uno de los fundamento se 
recalcó que mediante los primeros estudios elaborados a la población aledaña en 
el lugar de los hechos, presentó contaminación en la sangre, es decir se 
encuentro inmerso el plomo y cadmio en su organismo el cual generó diversas 
enfermedades, e inclusive la muerte de personas vulnerables, sin embargo, la 
entidad encargada de velar por la protección del derecho a la salud, no ha creado 
medidas de protección y rehabilitación del derecho constitucional a lo largo de los 
años, ocasionando la evolución negativa. 
En la Oroya, la situación confirmó que el plomo es una partícula altamente 
contaminante y peligrosa, siendo de suma urgencia la intervención del estado 
para la protección de la salud de los pobladores, tras advertirse niveles de 
contaminación por plomo y otros elementos químicos al sobrepasar estándares 
mínimos reconocidos internacionalmente. 
En consecuencia, la doctrina, determinó que existen los parámetros 
establecidos en la norma de manera implícita sobre la aplicación de la 
responsabilidad penal en los delitos de contaminación ambiental como también es 
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Con relación al objetivo general: Analizar como incide la 
responsabilidad penal de las personas jurídicas en el delito de 
contaminación ambiental Ventanilla – Callao 2018. 
corroborado por el derecho comparado, reconociendo la necesidad de analizar y 
estudiar los criterios aplicables e implementar un mecanismo preventivo como el 
criminal office con el fin de erradicar la consecuencia del plomo y cadmio 
acreditados por la OEFA, el tribunal constitucional ambiental, sentencia y doctrina 
comprobó su gravedad. 
Prosiguiendo con el desarrollo de la investigación, la discusión conllevó a 
determinar las aproximaciones de los hallazgos obtenidos mediante la guía de 
entrevista, guía de análisis documental, antecedentes, teorías o enfoque 
relaciones a la problemática, los cuales sostuvieron el conocimiento previo. 
Hernández (2014, p. 522), señaló que mediante la discusión se origina las 
conclusiones y recomendaciones, tras las respuestas de la guía de entrevista 
aplicados a los expertos de acuerdo a cada objetivo, también las guías de análisis 
documental, para luego relacionarlos con los resultados obtenidos en los 




Respecto de la incidencia de la responsabilidad penal de las personas 
jurídicas en el delito de contaminación ambiental, de los resultados obtenidos al 
haber aplicado los instrumentos de recolección de datos, la mayoría de los 
entrevistados sostuvieron, en base a su análisis que dicha responsabilidad penal 
empresarial se efectúa cuando se genera una omisión, negligencia, o comisión 
realizado por el agente a beneficio o en la producción de la empresa, sin controlar 
sus actividades e incumpliendo sus gestiones o protocolos ambientales, 
provocando el menoscabo al medio ambiente, el derecho a la salud, e inclusive la 
vida de los pobladores. 
Asimismo, desde su perspectiva, manifestaron que, si incide favorablemente 
aplicar una responsabilidad penal de las personas jurídicas, en base a la teoría de 
la infracción del deber, en razón que se conoce los posibles efectos negativos, 
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pero no se previno asertivamente, infringiendo la normativa sobre el uso, manejo 
o tráfico de residuos peligros, como lo señala el código penal en su artículo 314°, 
el cual acreditó que existe una responsabilidad de las personas jurídicas ante los 
delitos de contaminación ambiental. 
Por otro lado, los entrevistados confirmaron que la normativa peruana debe 
tener esa posibilidad en similitud de otros países como Estados Unidos, Holanda, 
Francia, y Bélgica, es decir países europeos que regularon ya la responsabilidad 
expresa en sus normativas 
Por lo tanto, la problemática real, se evidenció por lo manifestado a los 
entrevistados, (Montero, Tapia, Zarzosa, Inca, Vinces, Rodríguez, Pardo) 
donde señalaron que los operadores de justicia siguen aplicando el aforismo 
societas delinquere non potest, por desconocimiento hacen referencia que las 
personas jurídicas de acuerdo a la doctrina antigua carecen de capacidad para 
accionar, y ante ello los legisladores peruanos al regular los artículos 304°, 305°, y 
307° del código penal no expresa a las sociedades como sujetos activos, además 
recalcan que ante la posibilidad de sancionar a una empresa existe un vacío legal, 
que direcciona a normas accesorias, como en el derecho administrativo, y civil, a 
pesar de que el artículo 314° reconoció la responsabilidad penal de las personas 
jurídicas. 
Al respecto al análisis documental, el plano jurisprudencial la casación 455- 
2017 de Pasco, confirmó los criterios con los que los operadores de justicia deben 
calificar la responsabilidad de las personas jurídicas al cometer un delito 
ambiental, por el cual se debe aplicar la teoría de la infracción del deber de hacer 
en base a la función que realizan cada personal, desde los mandatos altos hasta 
los empleadores, por haber omitido lo dispuesto en la norma preventiva, actúan 
en contra de lo tipificado en el código penal y leyes que protegen al medio 
ambiente así como la vida, el cuerpo y la salud por la contaminación ambiental 
producto de la emisión de partículas tóxicas, o cuando dicho deber fue 
negligente, teniendo que responder las personas jurídicas por el defecto 
ocasionado. 
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Prosiguiendo con la fuente documental, de acuerdo al derecho comparado, en 
Colombia, ratifico la existente doctrinaria sobre la responsabilidad penal de las 
personas jurídicas en el artículo 18° de la ley 23 de 1973, también el artículo 8° de 
la ley 948 de 1995, y artículo 332° del código penal. 
Asimismo, España, claramente determinó en la tipificación de sus artículos la 
protección ambiental a los posibles daños ocasionados por la persona jurídica, 
reconociendo la responsabilidad penal de las personas jurídicas en el código 
penal en los artículos 31°, 31° bis, 129°, 437° -A, 437°-B, 437°-C, 437°-D, 437° K , 
sin embargo, en el Perú la responsabilidad de las personas jurídicas en los delitos 
de contaminación ambiental no se ha regulado expresamente en la actualidad 
dejando a la interpretación personal de los artículos 304°, 305°, 307° y 314° del 
título penal y de la Ley N° 29263 (Ley que modifica los artículos de delitos 
ambientales), así como la Ley General del Ambiente – Ley N° 28611, a fin de 
aplicar la responsabilidad penal. 
En efecto, de las fuentes documentales, en primer lugar, la casación corroboró 
nuestra postura ante la problemática ambiental analizando que la teoría de 
realidad de la persona jurídica en el Perú debe recaer bajo el criterio de infracción 
del deber, acreditando que, al determinar la omisión, negligencia y comisión de 
las normas de su función, se identificará al personal responsable de los daños 
causados, sin embargo, se encuentra sujeta a la interpretación de cada artículo 
que regula el título XIII (Delitos ambientales), por ello, el derecho comparado 
reflejó la necesidad desarrollar una legislación concisa como en Colombia y 
España para mitigar las consecuencias originadas por las empresas, ya que al 
disponer una norma claramente expresa incidirá favorablemente a la protección 
ambiental, ante las empresas informales e irresponsables que desean 
escabullirse en mañas iguales para no responder penalmente. 
Por otro lado, al respecto, la doctrina, determinó que, existe una 
responsabilidad penal en referencia a la teoría de la realidad el cual corroboró que 
pueden ser autores de un delito las empresas por la realidad concreta preexisten 
en la voluntad de los sujetos naturales. 
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Asu vez, dicha postura es confirmada por la tesis para obtener el titulado de 
abogado, “La necesidad de regular la responsabilidad penal de las personas 
jurídicas por la comisión del delito de contaminación ambiental del Artículo 304 del 
Código Penal”, el cual finalizó reconociendo la necesidad de fortalecer la norma  
que dispone las penas para las personas jurídicas ante el delito de contaminación 
ambiental por el menoscabo de los bienes jurídicos colectivos, por el cual, el 
estado debería implementar parámetros severos para su imputabilidad. 
 
En razón a los trabajos previos, la postura del hallazgo obtenido ratificó la 
necesidad de que las personas jurídicas sean responsables penalmente por los 
daños ocasionados a un bien jurídico colectivo protegido por la constitución que 
envuelve a la salud y bienes del desarrollo sostenible de la población, observando 
que la problemática contaminante por las emisiones de partículas y gases tóxicos 
viene desde años atrás sin alguna solución por los legisladores. 
 
Por lo tanto, en base a las respuestas obtenidas, y el análisis documental, la 
responsabilidad de penal de las personas jurídicas es una metodología actual del 
derecho moderno, en el ámbito ambiental y penal, dado que los delitos 
ambientales de acuerdo a nuestra normativa solo tipifican a un sujeto denominado 
“El que” siendo una controversia de interpretación en los operadores de justicia al 
momento de determinar si es que se debe sancionar penalmente a una persona 
jurídica porque no realizan una diferencia de la relación causal, sin embargo, los 
parámetros o los criterios que inciden son brindados por la casación de Pasco, y 
el artículo 314°, además, accesoriamente los artículos 105° y 105° A, que 
reconocieron que es posible reconocer la responsabilidad de las personas 
jurídicas por los delitos de contaminación ambiental, y el tráfico de residuos 
peligros, en base a la actuación negligente de los sujetos o personas físicas que 
lo conforman, pero a su vez las responsabilidades son independientes. 
 
Lo cual implicó que de los resultados obtenidos fueran contrarios a la postura 
sostenida por Espinoza, quien señaló que la persona jurídica en calidad de sujeto 
de derecho goza de derechos y deberes, así como la protección penal del 
aforismo societas delinquieren non potesd, precisando que la persona jurídica no 
puede delinquir por carecer de voluntad de acción. Sin embargo, es contradictorio 
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Posteriormente, después de haber cerciorado el objetivo 
general de nuestra problemática, fue necesario discutir en base al 
objetivo específico 1: Identificar como el compliance office evitó el 
incumplimiento de normas legales sobre el tráfico de residuos 
peligrosos, Ventanilla – Callao 2018. 
dado que su postura se logró rebatir con la presente investigación, de la misma 
manera sostenida por Caro (2019), manifestando que existe presupuestos sobre 
la responsabilidad penal de la persona jurídica y con ello no permite brindar un 




En base a los resultados, de la aplicación de recolección de datos de la 
entrevista y la guía de análisis documental, un porcentaje mayor de los 
entrevistados (Montero, Zarzosa, Inca, Vinces, Rodríguez, Pardo) identificaron 
que el compliance office evitaría el incumplimiento de normas legales sobre el 
tráfico de residuos peligros, cuando se implemente este mecanismo preventivo y 
se cumpla con los procedimientos dispuestos por los encargos de certificar su 
viabilidad de gestiones y protocolos ambientales, a fin de no generarse delitos de 
contaminación y con ello efectos negativos en la salud y la vida de pobladores, 
dado que los instrumentos o PLANEFAS (planes de gestión ambiental), son 
escabullidos por las personas jurídicas ante la corrupción que aqueja la 
fiscalización de OEFA. 
 
Sin embargo, otro porcentaje mínimo de entrevistados, (Tapia) indicaron que 
la solución al incumplimiento de la norma de tráfico de residuos peligrosos no solo 
se puede evitar con la implementación de un compliance office sino con el 
cumplimiento de las gestione y protocolos ya presentados ante PRODUCE al 
momento de solicitar la licencia de funcionamiento, porque desde hace muchos 
años atrás lo que buscan estos instrumentos o diseños preventivos es la 
disminución del ilícito penal ante la burla de eximir responsabilidad a las personas 
jurídicas por carecer de acción, siendo motivo del exceso en los estándares 
nacionales e internacionales. 
43  
Por lo tanto, El compliance, en general, es un instrumento preventivo que se 
va consolidando cada vez más como una necesidad de aquellos sectores 
involucrados en el desarrollo de actividades peligrosas, como las actividades que 
se realizan en la planta de fundición de Ventanilla, entre las que se encuentra, sin 
lugar a dudas, la tráfico de residuos peligrosos; por tanto, considero que su 
inclusión contribuiría a evitar el incumplimiento de las normas del sector, pues se 
trata de procedimientos especiales para garantizar el cumplimiento de las normas. 
 
Al respecto, al análisis de guía documental, Ley N° 30424,el cual confirmó la 
su naturaleza del compliance office determinando los parámetros que deben 
cumplir este instrumento preventivo ante delitos, a través del artículo 17°, sin 
embargo, dicha normativa sobre es aplicada para los delitos contra la 
administración pública, siendo lo conveniente la exigencia de la norma emitida en 
el 2019, Ley N.º 29038, la cual determinó que toda empresa debe contar con un 
compliance office a fin de evitar delitos y a su vez ello permitirá la identificación de 
la responsabilidad penal de la persona jurídica. 
 
En consecuencia, es una nueva forma de prevenir los ilícitos al interior de una 
empresa, sea de diferente naturaleza, lo cual implica implementar instrumentos 
preventivos para comprobar la negligencia, omisión o comisión por parte de la 
persona jurídica y las personas que lo conforman, contra dicha posición, otra 
parte de la doctrina suponía que al adquirir dicho instrumento se eximirá al 
capitalismo de responsabilidad penal, derivándola a otros agentes naturales con 
el fin de continuar sus actividades al no demostrarse que la persona jurídica es 
culpable de la situaciones. 
 
Al respecto de la doctrina, Yauri (2018) a través de su investigación para 
obtener el grado de Licenciada en Derecho, “Compliance-ambiental como 
instrumento preventivo de la responsabilidad penal de las personas jurídicas por 
los delitos ambientales, Perú – 2017”, concluyó que las medidas sancionadoras 
del artículo 105° del C.P, no son proporcionales, razón por el cual se debe 
implementar el instrumento preventivo a fin que cuando se inicie un proceso en 
contra de las personas jurídicas a través de ello se pueda obtener la identificación 
de quién ha generado dichos daños graves. 
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En base al objetivo específico 2: Precisar que los efectos de la 
actividad metalmecánica– producto del manejo de plomo y cadmio 
provocan lesiones graves o la muerte de los pobladores en 
Ventanilla – Callao 2018. 
De los resultados obtenidos fueron congruentes con la postura de García 
(2019), quien señaló que el criminal compliance se generó como consecuencia de 
los actos ilícitos cometidos en las empresas, siendo imposible detectar y prevenir 
estos mismos, por lo cual en el Perú basada en dicha teoría dispuso que las 
empresas en su interior deben implementar con un compliance office. 
 
Por ello, la doctrina esclareció que la problemática materia de estudio ha 
generado un debate sobre la aplicación de un mecanismo preventivo como 
compliance office llegando a la conclusión que es el medio adecuado para reducir 
los delitos ambientales ocasionados por las personas jurídicas. 
 
En consecuencia, el compliance office, fue determinado por los entrevistados, 
el análisis documental, los trabajos previos y doctrina como una figura que 
permite a las empresas crear mecanismos, protocolos, y procedimientos 
preventivos ante la posibilidad de generar algún riesgo significativo en una 
organización. 
 
Por el cual debe seguir diversos criterios como en el primer lugar, que el 
gerente general tome la decisión de poder implementarla, segundo, que la 
creación de medidas sea debidamente acreditas con el fin de asegurar a los 
bienes jurídicos (ambiente y la salud), y finalmente mire al futuro, es decir que 
dicha seguridad sea proyectada para que a los largos de los años se pueda 
sancionar penalmente al personal interno y a la persona jurídica si es que 
cometen un delito. 
 
 
Al respecto de los resultados obtenidos entre la entrevista, la mayoría de 
entrevistados precisaron que los efectos de la actividad contaminante producto 
del manejo de plomo y cadmio provocaron lesiones graves e inclusive la muerte 
45  
de los pobladores en Ventanilla puesto que exceden los estándares de calidad del 
aire, así como los límites permitidos de emisión de gases tóxicos. 
 
Sin embargo, uno de los entrevistados, integrante de la Fiscalía Especializada 
en delitos ambientales de Ventanilla, rectificó que, si bien cierto que hay indicios 
de efectos negativos en la salud por el plomo y cadmio de acuerdo al estudio del 
medio ambiente, pero estos no han sido comprobados asertivamente en el 
pertinente distrito, dado que, el estado sostuvo que no contaba con el prepuesto 
para realizar los exámenes correspondientes. 
 
Finalmente, es evidente que nuestra problemática se vio refleja en una serie 
de debates al analizar si es que hubo o no consecuencias, sin embargo, la 
contaminación ambiental generada por las emisiones de partículas como el plomo 
y cadmio en diferente parte del Perú, reflejaron los daños ocasionado por la 
actividad realizada en la planta de fundición de Ventanilla, donde un grupo 
considerable de niños fueron afectados de acuerdos a los informes brindados por 
DIRESA Y EL OEFA, en el asentamiento humano Virgen de Guadalupe, llegando 
a concluir con la declaración de urgencia por la contaminación, por ello se debe 
sancionar en base de los dispuesto en el artículo 305° donde se regula las formas 
agravadas de los delitos de contaminación con el fin de salvaguardar el desarrollo 
sostenible de la población en general. 
 
Al respecto de la guía de análisis documental, la sentencia del tribunal 
constitucional recaída en el expediente N° 2002-2006-PC/TC, corroboró que el 
plomo y cadmio, son partículas altamente tóxicas para el medio ambiente, 
señalando que es un metal pesado cancerígeno, que afecta gravemente de 
manera especial a menores de edad, de acuerdo al estudio realizado en la Oroya. 
 
Dicha postura es ratificada por el pronunciamiento del Tribunal de fiscalización 
ambiental de la OEFA, mediante su resolución N° 009-2017-OEFA/TFA-SEPIM, 
esclareciendo que los pobladores tienen el derecho constitucional de vivir en un 
ambiente equilibrado para el desarrollo sostenible, asimismo, determinó que es 
obligación de una persona natural o jurídica de respetar al medio ambiente y a la 
salud, garantizando, velando y promoviendo medidas de precaución ante posibles 
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daños, reafirmando que serán sancionados en las vías correspondientes ante el 
incumplimiento de la primera obligación, en razón, las entidades correspondientes 
evalúan, fiscalizan, y controlan sus acciones, con el fin de asegurar el 
cumplimiento de los LMP, y de acuerdo a lo tipificado en el artículo 2 inciso 22 de 
la Carta Magna. 
 
Desde la ponderación de análisis documental, la jurisprudencia ambiental 
corroboró que las partículas mencionadas en el presente informe de investigación 
causan lesiones leves e inclusive la muerte de los pobladores, dado que generan 
efectos altamente negativos en la salud de los pobladores, determinando que el 
derecho constitucional el vivir en un ambiente adecuado y equilibrado para el 
desarrollo sostenible. 
 
Por otro lado, los trabajos previos y la doctrina dentro del marco teórico, 
mediante su revista jurídica indexada de Fernández, y, Rodríguez (2019), de 
Perú, “Vulneración al derecho a la salud por contaminación de plomo, en 
Ventanilla, 2017”, concluyeron, que el distrito de Ventanilla es afectado por la 
contaminación generado por las actividades empresarial, vulnerando el medio 
ambiente y el derecho a la salud, a pesar de ser bienes jurídicos colectivos 
primordiales para la Constitución, provocando el menoscabo del bienestar social 
en el presente y futuro. 
 
Asimismo, de los resultados obtenidos en la doctrina, se determinó que existe 
responsabilidad penal de las personas jurídicas siendo concordante con la 
postura de Kudlich (2016), quien señaló que la responsabilidad penal, se da 
porque la persona jurídica incurre en el delito de contaminación, corroborado por 
la teoría de Machado (1998), quien determinó que si se cumple los requisitos del 
injusto penal y culpabilidad serán los elementos suficientes para el inicio de una 
acción penal paralelamente responsabilidades civil y administrativa. 
 
En relación, a los trabajos previos y la doctrina, reconocieron que la 
preocupación ante el perjuicio generado a la población de Ventanilla la emisión de 
partículas de plomo y cadmio, por ello la problemática sigue siendo perjudicial en 
la actualidad sin responsabilizar penalmente a las personas jurídicas que 
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provocan daños a la población, por lo cual la doctrina señaló que si estas cumplen 
con algún elemento del injusto penal se podría sancionar penalmente. 
 
En conclusión, de los entrevistados, de la doctrina y jurisprudencia nacional, 
ratificaron que el plomo y cadmio son componentes altamente dañinos para la 
salud, corroborando que al ingresar en el organismo produce efectos nerviosos, 
gastrointestinales, así como cancerígenos; la OMS a través de su programa 
internacional de seguridad de las sustancias químicas en el año 2019, confirmó 
los estudios anteriores dispuestos en datos y cifras por las misma entidad 
respecto a la peligrosidad del plomo y cadmio mucho más en el primero cuando 
son inhalados o impactados en niños, mujeres embarazadas y adultos mayores, 





PRIMERO.- Se ha analizado la incidencia de la responsabilidad penal de las 
personas jurídicas en el delito de contaminación ambiental, llegando a la 
conclusión que son responsables penalmente las personas jurídicas ubicadas en 
el distrito de Ventanilla por los daños generados al medio ambiente, siendo 
pasibles de lo establecido en el artículo 314° A, responsabilidad de las personas 
jurídicas, artículo 304°, delito de contaminación ambiente, 305° formas agravadas, 
307° tráfico ilegal de residuos peligrosos, asimismo ratificada por los 
entrevistados, y el análisis documentos como en la casación 455-2017 de Pasco 
el cual señaló que la responsabilidad penal incide de manera favorable cuando se 
acredite la infracción del deber. 
SEGUNDO. - Se identificó que el compliance office evita el incumplimiento de las 
normas por ser un instrumento preventivo, como lo dispuso la Ley N° 30424, 
donde exige que toda empresa debe contar con el compliance office con el fin de 
evitar delitos corroborado por la resolución N° 009-2017-OEFA/TFA-SEPIM, la 
cual señaló que los ciudadanos tienen derecho de vivir a un ambiente adecuado, 
por ello solicitó la creación de instrumentos preventivos, dicha exigencia es 
ratificado por los entrevistados y comprobados por el análisis documental quienes 
señalaron que la norma del compliance ya existe pero lo que faltaría es su 
cumplimiento e implementación por las empresas, conforme a los manifestado en 
el punto de las discusiones. 
 
TERCERO. – Se precisó que los efectos de la actividad metalmecánica producto 
de la manipulación de plomo y cadmio produce lesiones graves e inclusive la 
muerte de las personas, siendo ratificado por la OMS, el señaló que son 
partículas altamente peligros generando efectos negativos en la salud de los 
pobladores al igual que la sentencia emitida por el tribunal constitucional recaída 
en el expediente N° 2002-2006-PC/TC proveniente de la Oroya, asimismo 
confirmada por los entrevistados, al señalar que en el distrito de Ventanilla las 
empresas que no cuentan con las medidas de prevención adecuadas provocaron 





PRIMERO. - Los operadores justicia, al poder judicial, ministerio público y 
abogados litigantes, apliquen la norma relacionada a la responsabilidad penal de 
las personas jurídicas en el delito de contaminación ambiental, el cual es 
cometido por sus directivos y trabajadores, asimismo se modifique la terminología 
utilizada por el legislador en los artículos 304°, 305° y 307°. 
SEGUNDO. - Las empresas que manipulan el plomo y el cadmio, cumplir con 
implementar su compliance office a fin de prevenir delitos de medio ambiente y no 
generar el incumplimiento de normas, protocolos, gestiones y planes que regulan 
el tráfico de residuos peligros. 
TECERO. – Las empresas que corresponden a la planta de fundición de plomo y 
cadmio en Ventanilla, las únicas pasibles de generar lesiones graves e inclusive, 
implementar en su interior procesos que eliminen los riesgos negativos a la salud 
y a la vida de las personas, asimismo financiar campañas de salud y alimentación, 
en el radio de las viviendas aledañas. Por otro lado, el ministerio del ambiente 
fiscalice adecuadamente el cumplimiento de todos los estándares a fin de no 
permitir más daños en la salud de niños, mujeres gestantes, y adultos mayores. 
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MATRIZ DE CATEGORIZACIÒN APRIORÌSTICA 
 
NOMBRE DEL ESTUDIANTE: Funes Walter Suezy Valentina 
 
FACULTAD/ESCUELA: Escuela Profesional de Derecho 
 
ÀMBITO TEMÀTICO: Responsabilidad Penal y Delitos Ambientales. 
 
TÍTULO 




¿Cuáles son los criterios jurídicos que incide la responsabilidad penal de las personas 
jurídicas en el delito contaminación ambiental, Ventanilla – Callao 2018? 
Problema Específico 1 
¿Cómo a través del compliance office se puede evitar el incumplimiento a las normas de 
tráfico de residuos peligrosos Ventanilla – Callao 2018? 
 
Problema Específico 2 
¿A qué se debe que por efectos de la actividad contaminante producto del manejo de 




Analizar como incidió la responsabilidad penal de las personas jurídicas en el delito de 
ambiental. 
Objetivo Específico 1 
Identificar como el compliance office evitó el incumplimiento de normas legales sobre el 




Precisar que los efectos de la planta de fundición que manipulan plomo y cadmio 





Existió responsabilidad penal de las personas jurídicas en el delito de contaminación 
ambiental, Ventanilla – Callao 2018, dado que, al emitir gases tóxicos como el plomo y 
cadmio, dichas partículas, ocasionaron el daño al medio ambiente y la salud de los 
pobladores producto de la actividad e incumplimiento de las normas dispuestas en el la 
Ley 29263. 
Supuesto Específico 1 Las personas jurídicas al no contar con un compliance office generaron que no se pueda 
evitar la comisión de delitos como el incumplimiento de las normas del tráfico ilegal de 
 residuos peligrosos dispuestos en el artículo 307°, sin prevenir los daños a los bines  
jurídicos colectivos (medio ambiente y la vida, cuerpo y la salud; este mecanismo pudo 
haber evitado minimizando las consecuencias gracias a su naturaleza y función 
preventiva, así protegiendo el desarrollo sostenible de la población de Ventanilla. 
 
Supuesto Específico 2 
Los efectos de la actividad metalmecánica con plomo y cadmio, ocasionaron lesiones 
graves e inclusive muerte de los pobladores, en razón que, pese a tener conocimiento no 
previnieron las consecuencias, menoscabando el bien jurídico la vida, cuerpo y la salud 
como lo dispone el código penal, por sobrepasar los límites permitidos, por ello al 
comprobar su responsabilidad serían sancionados como lo dispone el art. 305° y arti. 27° 







Categoría 1: DELITO DE CONTAMINACION AMBIENTAL 
 
Subcategoría 1: Incumplimiento a las normas de tráfico ilegal de residuos peligros. 
Subcategoría 2: Incumplimiento a las normas de emisión de gases tóxicos. 
Categoría 2: RESPONSABILIDAD PENAL DE LAS PERSONAS JURIDICAS. 
 
Subcategoría 1: Compliance Office 
 





Diseño: Teoría Fundamentada 
Tipo de investigación: Básica 






Método de muestreo 
Escenario de Estudio: funcionarios públicos de la Municipalidad de Ventanilla, 
Funcionario Público del ministerio del ambiente, especialista de la Identidad de Salud 
(Diresa) del Callao, abogados especialistas de Derecho Ambiental, empleados de las 
personas jurídicas en el distrito de Ventanilla que desarrolle la actividad metalmecánica, 
y pobladores de Ventanilla del Asentamiento Humano Virgen de Guadalupe. 
Participantes: 1 funcionario público del área de fiscalización ambiental – OEFA, 2 
abogado especialista en materia penal, 2 abogado especialista en materia civil – 
ambiental, 2 abogado especialista en derecho societario, 1 fiscal Provincial, 
especializado en delitos ambiental de Ventanilla. 
Muestras no probabilísticas 
Tipo: De expertos orientados por conveniencia. 
Plan de análisis y 
trayectoria 
metodológica 
Técnica e instrumento de recolección de datos 
Técnica: Entrevista y análisis de documentos 
Instrumento: Guía de entrevista y guía de análisis jurisprudencial y derecho comparado. 
Análisis cualitativo de 
datos 
 
Hermenéutico, analítico, deductivo, inductivo, descriptivo, sistemático y exegético. 
Objetivo General 
Analizar como incide la responsabilidad penal de las 
personas jurídicas en el delito de contaminación 





INSTRUMENTO DE RECOLECCIÓN DE DATOS 
GUÍA DE ENTREVISTA 
Título: La responsabilidad penal de las personas jurídicas en el delito de 









1. ¿Cuáles son los criterios jurídicos que incide en la responsabilidad penal 





2. ¿Considera usted, de acuerdo a la norma penal, se debe sancionar a las 
personas jurídicas que desarrollen actividades contaminantes que 





3.  ¿Cree usted, que, la responsabilidad penal de las personas jurídicas recae 
en el gerente general y los directivos por no prevenir las acciones que 
contaminen el medio ambiente? 
 
Objetivo Especifico 2 
Precisar que los efectos de la actividad metalmecánica– 
producto del manejo de plomo y cadmio provocan lesiones 






4. ¿Cómo a través del compliance office se puede evitar el incumplimiento a 




5. ¿Considera que los instrumentos de gestión ambiental de la OEFA, son 




6. ¿Usted cree que el protocolo de gestión ambiental respecto al tráfico de 
residuos peligrosos (plomo y cadmio) se encuentran desarrollando con las 




7. ¿Es oportuno ante la problemática ambiental solicitar obligatoriamente un 
compliance office en las empresas pequeñas, medias y grandes que 
desarrollen actividades relacionadas a elementos químicos (Plomo y 






Objetivo Especifico 1 
Identificar como el compliance office evitaria el 
incumplimiento de normas legales de tráfico de residuos 
peligrosos, Ventanilla – Callao 2018. 
8. ¿Los efectos de la actividad metalmecánica producto del manejo de plomo 
y cadmio producen lesiones graves o la muerte de pobladores en 
Ventanilla – Callao 2018? 
  - 
 
 
9. ¿Dado al incumplimiento de las normas legales de los límites permitidos 
para el uso y emisión de partículas de plomo y cadmio, precise usted por 
qué las empresas metalmecánicas incurren más en la posibilidad de 




10. ¿Es suficiente aplicar para sancionar penalmente a las personas jurídicas 
el artículo 305° y el artículo 27° del Código penal cuando existe lesiones 
graves o muerte de pobladores producto de la inhalación de estos 




11. ¿Cree usted que las medidas accesorias estipuladas 105° y 105° - A son 
eficaces y proporcional ante la comisión de los delitos ambientales 




12. ¿En su condición de especialista cual sería las posibles soluciones 
respecto a la responsabilidad penal de las personas jurídicas por la 




























VALIDACIÓN DE INSTRUMENTO 
I DATOS GENERALES 
1.1 Apellidos y Nombres: Dr. Santisteban Llontop, Pedro 
1.2 Cargo e institución donde labora: Docente UCV. 
1.3 Nombre del instrumento motivo de evaluación: Guía de Análisis de fuente documental - Jurisprudencial 
1.4 Autor de Instrumento: Funes Walter Suezy Valentina 
 






No cumple con su 
aplicación 
Cumple en 
parte con su 
aplicación 
Si cumple con su 
aplicación 
40 45 50 55 60 65 70 75 80 85 90 95 100 
1. PRESENTACIÓN 
Responde a la formalidad de la 
investigación 
           X  
2. OBJETIVIDAD 
Contiene la información comprendida 
en la cualidad de objetivo y la 
adecuación al objeto investigado 
           X  
3. ACTUALIDAD 
Contiene la información de acorde a 
los aportes recientes al derecho 
           X  
4. INTENCIONALIDAD 
Contiene la información adecuada 
para valorar las Categorías. 
           X  
5. COHERENCIA 
La información tiene coherencia entre 
los problemas, objetivos e hipótesis 
           X  
 
6. METODOLOGÍA 
El instrumento responde al objetivo 
de la Investigación: Tipo, diseño, 
categorías. 
           X  
 
7. PERTINENCIA 
El instrumento contiene información 
que considera un problema crucial y 
tiene relevancia global. 
           X  
 
III. OPINIÓN DE APLICABILIDAD 
El Instrumento cumple con los Requisitos para su 
aplicación 
El Instrumento cumple en parte con los Requisitos 
para su aplicación 
El Instrumento no cumple con los requisitos para su 
aplicación 
 
IV. PROMEDIO DE VALORACIÓN: 
 
 
Lima, 04 de julio de 2020 
 
 
  FIRMA DEL EXPERTO INFORMANTE 
Dr. Santisteban Llontop Pedro 







VALIDACIÓN DE INSTRUMENTO 
 
I DATOS GENERALES 
1.2. Apellidos y Nombres: Dr. Rodriguez Figueroa, José Jorge 
1.3. Cargo e institución donde labora: Docente UCV. 
1.4. Nombre del instrumento motivo de evaluación: Guía de Entrevista 
1.5 Autor de Instrumento: Funes Walter Suezy Valentina 
 






No cumple con su 
aplicación 
Cumple en 
parte con su 
aplicación 
Si cumple con su 
aplicación 
40 45 50 55 60 65 70 75 80 85 90 95 100 
1. PRESENTACIÓN 
Responde a la formalidad de la 
investigación 
           X  
2. OBJETIVIDAD 
Contiene la información comprendida 
en la cualidad de objetivo y la 
adecuación al objeto investigado 
           X  
3. ACTUALIDAD 
Contiene la información de acorde a 
los aportes recientes al derecho 
           X  
4. INTENCIONALIDAD 
Contiene la información adecuada 
para valorar las Categorías. 
            X 
5. COHERENCIA 
La información tiene coherencia entre 
los problemas, objetivos e hipótesis 
            X 
 
6. METODOLOGÍA 
El instrumento responde al objetivo 
de la Investigación: Tipo, diseño, 
categorías. 
            X 
 
7. PERTINENCIA 
El instrumento contiene información 
que considera un problema crucial y 
tiene relevancia global. 
            X 
 
III. OPINIÓN DE APLICABILIDAD 
El Instrumento cumple con los Requisitos para su 
aplicación 
El Instrumento cumple en parte con los Requisitos 
para su aplicación 
El Instrumento no cumple con los requisitos para su 
aplicación 
 
IV. PROMEDIO DE VALORACIÓN: 
 
 









VALIDACIÓN DE INSTRUMENTO 
 
 
I DATOS GENERALES 
1.1. Apellidos y Nombres: Dr. Wenzel Miranda, Eliseo Segundo 
1.2. Cargo e institución donde labora: Docente UCV. 
1.3. Nombre del instrumento motivo de evaluación: Guía de Análisis de fuente documental – Jurisprudencial 
1.4. Autor de Instrumento: Funes Walter Suezy Valentina 
 






No cumple con su 
aplicación 
Cumple en 
parte con su 
aplicación 
Si cumple con su 
aplicación 
40 45 50 55 60 65 70 75 80 85 90 95 100 
1. PRESENTACIÓN 
Responde a la formalidad de la 
investigación 
           x  
2. OBJETIVIDAD 
Contiene la información comprendida 
en la cualidad de objetivo y la 
adecuación al objeto investigado 
           x  
3. ACTUALIDAD 
Contiene la información de acorde a 
los aportes recientes al derecho 
           X  
4. INTENCIONALIDAD 
Contiene la información adecuada 
para valorar las Categorías. 
           X  
5. COHERENCIA 
La información tiene coherencia entre 
los problemas, objetivos e hipótesis 
           X  
 
6. METODOLOGÍA 
El instrumento responde al objetivo 
de la Investigación: Tipo, diseño, 
categorías. 
           X  
 
7. PERTINENCIA 
El instrumento contiene información 
que considera un problema crucial y 
tiene relevancia global. 
           x  
 
III. OPINIÓN DE APLICABILIDAD 
El Instrumento cumple con los Requisitos para su 
aplicación 
El Instrumento cumple en parte con los Requisitos 
para su aplicación 
El Instrumento no cumple con los requisitos para su 
aplicación 
 
IV. PROMEDIO DE VALORACIÓN: 
 
 






FIRMA DEL EXPERTO INFORMANTE 








INSTRUMENTO DE RECOLECCIÓN DE DATOS 
GUÍA DE ANÁLISIS DE FUENTE DOCUMENTAL 
Título: La Responsabilidad Penal de las Personas Jurídicas en delito de 
contaminación ambiental, Ventanilla – Callao 2018. 
 
 








Código Penal Colombiano. 
https://www.oas.org/dil/esp/ 
codigo_penal_colombia.pdf 



























Artículo 332. [...] El que, con incumplimiento de la 
normatividad existente, contamine el aire, la 
atmósfera o demás componentes del espacio aéreo, 
el suelo, el subsuelo, las aguas o demás recursos 
naturales en tal forma que ponga en peligro la salud 
humana o los recursos fáunicos, forestales, 
florísticos o hidrobiológicos, incurrirá, sin perjuicio de 
las sanciones administrativas a que hubiere lugar, 
en prisión 
de tres (3) a seis (6) años y multa de cien (100) a 
veinticinco mil (25.000) salarios Mínimos legales 
mensuales vigentes. 
 
Ley 948 de 
1995 
ARTICULO 8. […] Las normas de emisión que 
expida la autoridad ambiental competente 
contendrán los estándares e índices de emisiones 
legalmente admisibles de contaminantes del aire. 
Dichos estándares determinarán, según sea el caso, 
los factores de cantidad, peso, volumen y tiempo 
necesarios para determinar los valores permisibles. 











Ley 430 de 
1998 
Artículo 3º. Prohibición. Ninguna persona natural o 
jurídica podrá introducir o importar desechos 
peligrosos sin cumplir los procedimientos 
establecidos para tal efecto en el Convenio de 
Basilea y sus anexos. 
Artículo 4º. Tráfico Ilícito. Quien pretenda introducir 
carga en la cual se detecte la presencia de 
desechos peligrosos al  territorio nacional o 
introduzca  ilegalmente esta carga, deberá 
devolverla sin ninguna dilación y bajo su exclusiva 
Responsabilidad, sin perjuicio de las sanciones 
penales a que haya lugar. 
Ley 23 de Artículo 18. Cuando llegue a demostrarse 
Objetivo General 
Analizar como incide la responsabilidad penal de las personas jurídicas en 
el delito de contaminación ambiental Ventanilla – Callao 2018. 
https://repository.  1973 técnicamente que se están produciendo acciones 
que generen contaminación, podrá imponerse las 
siguientes sanciones según la gravedad de cada 
infracción; amonestaciones, multas sucesivas en 
cuantía que determinara el gobierno nacional, las 
cuales no podrían sobrepasar la suma de quinientos 
mil pesos, suspensión de patentes de fabricación, 
clausura temporal de los establecimientos o 
factorías que están produciendo contaminación y 
cierre de los mismos, cuando las sanciones 






   Art. 21. As penas aplicáveis isolada, cumulativa ou 
alternativamente às 
pessoas jurídicas, de acordo com o disposto no art. 
3º, são: 
I - multa; 
II - restritivas de direitos; 
III - prestação de serviços à comunidade. 
   Art. 22. As penas restritivas de direitos da pessoa 
jurídica são: 
I - suspe nsão parcial ou total de atividades; 
II - interdição temporária de estabelecimento, obra 
ou atividade; 
III - proibição de contratar com o Poder Público, bem 











§ 1º. A suspensão de atividades será aplicada 
quando estas não estiverem 
obedecendo às disposições legais ou 
regulamentares, relativas à proteção do 
meio ambiente. 











§ 2º. A interdição será aplicada quando o 
estabelecimento, obra ou atividade 
estiver funcionando sem a devida autorização, ou 
em desacordo com a 
concedida, ou com violação de disposição legal ou 
regulamentar. 
   § 3º. A proibição de contratar com o Poder Público e 
dele obter subsídios, 
subvenções ou doações não poderá exceder o 
prazo de dez anos. 
   Art. 23. A prestação de serviços à comunidade pela 
pessoa jurídica consistirá 
em: 
   
I - custeio de programas e de projetos ambientais; 
II - execução de obras de recuperação de áreas 
degradadas; 
III - manutenção de espaços públicos; 
IV - contribuições a entidades ambientais ou 
culturais públicas. 
   Art. 24. A pessoa jurídica constituída ou utilizada, 
preponderantemente, com o 
fim de permitir, facilitar ou ocultar a prática de crime 
definido nesta Lei terá decretada sua liquidação 
forçada, seu patrimônio será considerado 
instrumento do crime e como tal perdido em favor do 
Fundo Penitenciário Nacional. 
Artículo 31° 
1. El que actúe como administrador de hecho o de 
derecho de una persona jurídica, o en nombre o 
representación legal o voluntaria de otro, 
responderá personalmente, aunque no concurran en 
él las condiciones, cualidades o relaciones que la 
correspondiente figura de delito o falta requiera para 
poder ser sujeto activo del mismo, si tales 
circunstancias se dan en la entidad o persona en 
cuyo nombre o representación obre. 
 





Ley Orgánica 5/2010 – 






















1. En los supuestos previstos en este Código, las 
personas jurídicas serán penalmente responsables 
de los delitos cometidos en nombre o por cuenta de 
las mismas, y en su provecho, por sus 
representantes legales y los administradores de 
hecho o de derecho. 
En los mismos supuestos, las personas jurídicas 
serán también penalmente responsables de los 
delitos cometidos, en el ejercicio de actividades 
sociales y por cuenta y en provecho de las mismas, 
por quienes, estando sometidos a la autoridad de 
las personas físicas mencionadas en el párrafo 
anterior, han podido realizar los hechos por no 
haberse ejercido sobre ellos el debido control 
atendidas las concretas circunstancias del caso. 
 
2. La responsabilidad penal de las personas 
jurídicas será exigible siempre que se constate la 
comisión de un delito que haya tenido que 
cometerse por quien ostente los cargos o funciones 
aludidas en el apartado anterior, aun cuando la 
concreta persona física responsable no haya sido 
individualizada o no haya sido posible dirigir el 
procedimiento contra ella. Cuando como 
consecuencia de los mismos hechos se impusiere a 
ambas la pena de multa, los Jueces o Tribunales 
modularán las respectivas cuantías, de modo que la 
suma resultante no sea desproporcionada en 
relación con la gravedad de aquéllos. 
 
3. La concurrencia, en las personas que 
materialmente hayan realizado los hechos o en las 
que los hubiesen hecho posibles por no haber 
ejercido el debido control, de circunstancias que 
afecten a la culpabilidad del acusado o agraven su 
responsabilidad, o el hecho de que dichas personas 
hayan fallecido o se hubieren sustraído a la acción 
de la justicia, no excluirá ni modificará la 
responsabilidad penal de las personas jurídicas, sin 
perjuicio de lo que se dispone en el apartado 
siguiente 
 
4. Sólo podrán considerarse circunstancias 
atenuantes de la responsabilidad penal de las 
personas jurídicas haber realizado, con 
posterioridad a la comisión del delito y a través de 
sus representantes legales, las siguientes 
actividades: 
a) Haber procedido, antes de conocer que el 
procedimiento judicial se dirige contra ella, a 
confesar la infracción a las autoridades. 
 
2. Las consecuencias accesorias a las que se 
refiere en el apartado anterior sólo podrán aplicarse 
a las empresas, organizaciones, grupos o entidades 
o agrupaciones en él mencionados cuando este 
Código lo prevea expresamente, o cuando se trate 
de alguno de los delitos o faltas por los que el 
mismo permite exigir responsabilidad penal a las 
personas jurídicas. 
   Art. 437-A.- Quien, fuera de los casos permitidos por 
la ley, produzca, introduzca, deposite, comercialice, 
tenga en posesión, o use desechos tóxicos 
peligrosos, sustancias radioactivas, u otras similares 
que por sus características constituyan peligro para 
la salud humana o degraden y contaminen el medio 
ambiente, serán sancionados con prisión de dos a 
cuatro años. Igual pena se aplicará a quien 
produzca, tenga en posesión, comercialicen 






















Art. 437-B.- El que infringiere las normas sobre 
protección del ambiente, vertiendo residuos de 
cualquier naturaleza, por encima de los límites 
fijados de conformidad con la ley, si tal acción 
causare o pudiere causar perjuicio o alteraciones a 
la flora, la fauna, el potencial genético, los recursos 
hidrobiológicos o la biodiversidad, será reprimido 
con prisión de uno a tres años, si el hecho no 
constituyere un delito más severamente reprimido. 
2018-title42.pdf   Art. 437-C.- La pena será de tres a cinco años de 
prisión, cuando: 
a) Los actos previstos en el artículo anterior 
ocasionen daños a la salud de las personas o a sus 
bienes; 
b) El perjuicio o alteración ocasionados tengan 
carácter irreversible; 
c) El acto sea parte de actividades desarrolladas 
clandestinamente por su autor; o, 
d) Los actos contaminantes afecten gravemente 
recursos naturales necesarios para la actividad 
económica. 
   Art. 437-D.- Si a consecuencia de la actividad 
contaminante se produce la muerte de una persona, 
se aplicará la pena prevista para el homicidio 
inintencional, si el hecho no constituye un delito más 
grave. En caso de que a consecuencia de la 
actividad contaminante se produzcan lesiones, 
impondrá las penas previstas en los artículos 463 a 
467 del Código Penal. 
   Art. 437-K.- El juez penal podrá ordenar, como 
medida cautelar, la suspensión inmediata de la 
actividad contaminante, así como la clausura 
definitiva o temporal del establecimiento de que se 
trate, sin perjuicio de lo que pueda ordenar la 





Decreto Legislativo N° 231 
  Art. 5. 
Responsabilita' dell'ente 
1. L'ente e' responsabile per i reati commessi nel 
suo interesse o a suo vantaggio: 
a) da persone che rivestono funzioni di 
rappresentanza, di amministrazione o di direzione 
dell'ente o di una sua unita' organizzativa dotata di 
autonomia finanziaria e funzionale nonche' da 
persone che esercitano, anche di fatto, la gestione e 
il dello stesso; 
b) da persone sottoposte alla direzione o alla 
vigilanza di uno dei soggetti di cui alla lettera 
a). 2. L'ente non risponde se le persone indicate nel 
comma 1 hanno agito nell'interesse exclusivo 
proprio o di terzi. 







N° 231 de 




   Art. 6. 
Soggetti in posizione apicale e modelli di 
organizzazione dell'ente 
1. Se il reato e' stato commesso dalle persone 
indicate nell'articolo 5, comma 1, lettera a), l'ente 
non 
risponde se prova che: 
a) l'organo dirigente ha adottato ed efficacemente 
attuato, prima della commissione del fatto, modelli di 
organizzazione e di gestione idonei a prevenire reati 
della specie di quello verificatosi; 
b) il compito di vigilare sul funzionamento e 
l'osservanza dei modelli di curare il loro 
aggiornamento e' stato affidato a un organismo 
dell'ente dotato di autonomi poteri di iniziativa e di 
controllo; 
c) le persone hanno commesso il reato eludendo 
fraudolentemente i modelli di organizzazione e di 
gestione; 
d) non vi e' stata omessa o insufficiente vigilanza da 
parte dell'organismo di cui alla lettera 
b). 2. In relazione all'estensione dei poteri delegati e 
al rischio di commissione dei reati, i modelli di cui 
alla lettera a), del comma 1, devono rispondere alle 
seguenti esigenze: 
a) individuare le attivita' nel cui ambito possono 
essere commessi reati; 
b) prevedere specifici protocolli diretti a 
programmare la formazione e l'attuazione delle 
decisioni dell'ente in relazione ai reati da prevenire; 
c) individuare modalita' di gestione delle risorse 
finanziarie idonee ad impedire la commissione dei 
reati; 
d) prevedere obblighi di informazione nei confronti 
dell'organismo deputato a vigilare sul funzionamento 
e l'osservanza dei modelli; 
e) introdurre un sistema disciplinare idoneo a 
sanzionare il mancato rispetto delle misure indicate 
nel modello. 
3. I modelli di organizzazione e di gestione possono 
essere adottati, garantendo le esigenze di cui al 
comma 2, sulla base di codici di comportamento 
redatti dalle associazioni rappresentative degli enti, 
comunicati al Ministero della giustizia che, di 
concerto con i Ministeri competenti, puo' formulare, 
entro trenta giorni, osservazioni sulla idoneita' dei 
modelli a prevenire i reati. 
4. Negli enti di piccole dimensioni i compiti indicati 
nella lettera b), del comma 1, possono essere svolti 
direttamente dall'organo dirigente. 
5. E' comunque disposta la confisca del profitto che 




Soggetti sottoposti all'altrui direzione e modelli di 
organizzazione dell'ente 
1. Nel caso previsto dall'articolo 5, comma 1, lettera 
b), l'ente e' responsabile se la commissione del reato 
e'   stata   resa   possibile   dall'inosservanza   degli 
   obblighi di direzione o vigilanza. 
2. In ogni caso, e' esclusa l'inosservanza degli 
obblighi di direzione o vigilanza se l'ente, prima della 
commissione del reato, ha adottato ed 
efficacemente attuato un modello di organizzazione, 
gestione e controllo idoneo a prevenire reati della 
specie di quello verificatosi. 
3. Il modello prevede, in relazione alla natura e alla 
dimensione dell'organizzazione nonche' al tipo di 
attivita' svolta, misure idonee a garantire lo 
svolgimento dell'attivita' nel rispetto della legge e a 
scoprire ed eliminare tempestivamente situazioni di 
rischio. 
4. L'efficace attuazione del modello richiede: 
a) una verifica periodica e l'eventuale modifica dello 
stesso quando sono scoperte significative violazioni 
delle prescrizioni ovvero quando intervengono 
mutamenti nell'organizzazione o nell'attivita'; 
b) un sistema disciplinare idoneo a sanzionare il 
mancato rispetto delle misure indicate nel modello. 
 
Art. 8. 
Autonomia delle responsabilita' dell'ente 
1. La responsabilita' dell'ente sussiste anche 
quando: 
a) l'autore del reato non e' stato identificato o non e' 
imputabile; 
b) il reato si estingue per una causa diversa 
dall'amnistia. 
2. Salvo che la legge disponga diversamente, non si 
procede nei confronti dell'ente quando e' concessa 
amnistia per un reato in relazione al quale e' prevista 
la sua responsabilita' e l'imputato ha rinunciato alla 
sua applicazione. 





Constitución Política del 




































Artículo 2.- Derechos Fundamentales de la persona: 
Toda persona tiene derecho a: 
[..] 22.A la paz, a la tranquilidad, al disfrute del 
tiempo libre y al descanso, así como a gozar de un 







Artículo I.- Del derecho y deber fundamental 
Toda persona tiene el derecho irrenunciable a vivir 
en un ambiente saludable, equilibrado y adecuado 
para el pleno desarrollo de la vida, y el deber de 
contribuir a una efectiva gestión ambiental y de 
proteger el ambiente, así como sus componentes, 
asegurando particularmente la salud de las 
personas en forma individual y colectiva, la 
conservación de la diversidad biológica, el 
aprovechamiento sostenible de los recursos 








Artículo 27°. - El que actúa como órgano de 
representación autorizado de una persona jurídica o 
como socio representante autorizado de una 
sociedad y realiza el tipo legal de un delito es 
responsable como autor, aunque los elementos 
especiales que fundamentan la penalidad de este 
tipo no concurran en él, pero sí en la representada. 
  Penal  
 Peruano. 
“Decreto 
Artículo 105°.- Medidas aplicables a las personas 
jurídicas. 






Si el hecho punible fuere cometido en ejercicio de la 
actividad de cualquier persona jurídica o utilizando 
su organización para favorecerlo o encubrirlo, el 
Juez deberá aplicar todas o algunas de las medidas 
siguientes: 
CODIGOPENAL.pdf  
1. Clausura de sus locales o establecimientos, con 
carácter temporal o definitivo. La clausura temporal 
no excederá de cinco años. 
  2. Disolución y   liquidación de la sociedad, 
asociación, fundación, cooperativa o comité. 
  3. Suspensión de las actividades de la sociedad, 
asociación, fundación, cooperativa o comité por un 
plazo no mayor de dos años. 
  
4. Prohibición a la sociedad, fundación, asociación, 
cooperativa o comité de realizaren el futuro 
actividades, de la clase de aquellas en cuyo ejercicio 
se haya cometido, favorecido o encubierto el delito. 
  La prohibición podrá tener carácter temporal o 
definitivo. La prohibición temporal no será mayor de 
cinco años. 
  Cuando alguna de estas medidas fuera aplicada, el 
Juez ordenará a la autoridad competente que 
disponga la intervención de la persona jurídica para 
salvaguardar los derechos de los trabajadores y de 
los acreedores de la persona jurídica hasta por un 
período de dos años. 
  El cambio de la razón social, la personería jurídica o 
la reorganización societaria, no impedirá la 
aplicación de estas medidas. 
  Artículo 105°-A.- Criterios para la determinación de 
las consecuencias aplicables a las personas 
jurídicas. Las medidas contempladas en el artículo 
anterior son aplicadas de forma motivada por el juez, 
en atención a los siguientes criterios de 
fundamentación y determinación, según 
corresponda: 
  1. Prevenir la continuidad de la utilización de la 
persona jurídica en actividades delictivas. 
  2. La modalidad y la motivación de la utilización de 
la persona jurídica en el hecho punible. 
  3. La gravedad del hecho punible realizado. 
  4. La extensión del daño o peligro causado. 
  5. El beneficio económico obtenido con el delito. 
  6.La reparación espontánea de las consecuencias 
dañosas del hecho punible. 
  7. La finalidad real de la organización, actividades, 
   recursos o establecimientos de la persona jurídica. 
 
La disolución de la persona jurídica se aplica 
siempre que resulte evidente que ella fue constituida 
y operó habitualmente para favorecer, facilitar o 
encubrir actividades delictivas. 
Artículo 304°.- Contaminación del ambiente 
 
El que, infringiendo leyes, reglamentos o límites 
máximos permisibles, provoque o realice descargas, 
emisiones, emisiones de gases tóxicos, emisiones 
de ruido, filtraciones, vertimientos o radiaciones 
contaminantes en la atmósfera, el suelo, el 
subsuelo, las aguas terrestres, marítimas o 
subterráneas, que cause o pueda causar perjuicio, 
alteración o daño grave al ambiente o sus 
componentes, la calidad ambiental o la salud 
ambiental, según la calificación reglamentaria de la 
autoridad ambiental, será reprimido con pena 
privativa de libertad no menor de cuatro años ni 
mayor de seis años y con cien a seiscientos días- 
multa. 
Si el agente actuó por culpa, la pena será privativa 
de libertad no mayor de tres años o prestación de 
servicios comunitarios de cuarenta a ochenta 
jornadas. 
Artículo 305°.- Formas agravadas 
 
La pena privativa de libertad será no menor de 
cuatro años ni mayor de siete años y con trescientos 
a mil días-multa si el agente incurre en cualquiera de 
los siguientes supuestos: 
1. Falsea u oculta información sobre el hecho 
contaminante, la cantidad o calidad de las 
descargas, emisiones, filtraciones, vertimientos o 
radiaciones contaminantes referidos en el artículo 
304°, a la autoridad competente o a la institución 
autorizada para realizar labores de fiscalización o 
auditoría ambiental. 
2. Obstaculiza o impide la actividad fiscalizadora de 
auditoría ordenada por la autoridad administrativa 
competente. 
3. Actúa clandestinamente en el ejercicio de su 
actividad. Si por efecto de la actividad contaminante 
se producen lesiones graves o muerte, la pena será: 
1. Privativa de libertad no menor de cinco años ni 
mayor de ocho años y con seiscientos a mil días- 
multa, en caso de lesiones graves. 
2. Privativa de libertad no menor de seis años ni 
mayor de diez años y con setecientoscincuenta a 
tres mil quinientos días-multa, en caso de muerte. 
Artículo 307°.- Tráfico ilegal de residuos peligrosos 
 
El que ingrese ilegalmente al territorio nacional, use, 
emplee, coloque, traslade o disponga sin la debida 
autorización,   residuos o   desechos tóxicos   o 
   peligrosos para el ambiente, resultantes de un 
proceso de producción, extracción, transformación, 
utilización o consumo, será reprimido con pena 
privativa de libertad no menor de cuatro años ni 
mayor de seis años y con trescientos a cuatrocientos 
días-multa. 
Artículo 314°-A.- Responsabilidad de los 
representantes legales de las personas jurídicas 
Los representantes legales de las personas jurídicas 
dentro de cuya actividad se cometan los delitos 
previstos en este Título serán responsables 
penalmente de acuerdo con las reglas establecidas 





ANÁLISIS DEL CONTENIDO 
En Colombia, y España, claramente se determinó en la tipificación de 
sus artículos de protección ambiental a los posibles daños 
ocasionados por la persona jurídica, reconociendo la responsabilidad 
penal de las personas jurídicas en el ámbito penal de cada país, 
asimismo en EE.UU e Italia su regulación señaló un apartado 
estableciendo que si existe responsabilidad penal en su código 
corroborando a través de una ley accesoria que brinda los parámetros 
adecuados para identificar esta actuación, por otro lado, Brasil tipificó 
los delitos ambientales en el código penal brindando una luz de poder 
sancionar a las personas jurídicas, sin embargo, en el Perú la 
responsabilidad de las personas jurídicas en los delitos de 

















PONDERAMIENTO DE LA 
INVESTIGADORA/ CONCLUSIÓN 
Se observó que la regulación de la responsabilidad penal de las 
personas jurídicas acarrea una necesidad de implementar sus 
lineamientos e incidencia, tras los índices de los daños que ocasionan 
en el medio ambiente, la vida, el cuerpo y la salud por cometer delitos 
de contaminación ambiental, a fin de salvaguardar los bienes jurídicos 
protegidos colectivos es decir de interés nacional, como el claro 
ejemplo de España que por la comisión del ilícito penal sanciona con 
cuatro medidas, desde la multa hasta la pena privativa de libertad, esa 
legislación es clara y concisa en materia ambiental porque redacta dos 
artículos especialmente para determinar la responsabilidad penal de 
las empresas (328° y 329° de su código penal), asimismo señaló que 
dichos artículo deben ser aplicados conjuntamente con los artículos 31 
y 31 bis que analizan la participación de personas al mando de la 
empresa, reflejando que es cuerpo legal conciso al momento de 
procesar judicialmente delitos ambientales, igual en Colombia 
mediante su código penal y normas accesorias sobre la participación 
de estos delitos ya sea una persona física o jurídica, requiriendo la 
obligatoriedad del cumplimiento de normas de prevención. Por otro 
lado, Italia y EE.UU. son uno de los pocos países que regularon 
mediante sus normas la responsabilidad penal empresarial creando 
leyes conexas a sus códigos con el objetivo de poder determinar su 
identificación, culpabilidad, y tipicidad de cada acción. Brasil si regula 
mediante su ley de crímenes ambientales, su fin ha sido minimizar y 
radicar los efectos negativos de las actividades empresariales por el 
cual amplia con otras leyes que brindan posibles parámetros de una 
responsabilidad penal de la persona jurídica, para sancionar, en el 
Perú la norma regula la participación a nombre de otro en el artículo 
27° que al interpretarla estaríamos reflejando un accionar por 
empleadores de una persona jurídicas, sin embargo, la problemática 
conlleva a que los operadores de justicia no actualicen la metodología 
y sigan llevando a cabo el aforismo SOCIETA DELINQUERE NOT 
POTESD, en ese sentido solo se sanciona a través de las medidas 
dispuestas en los artículos 105 y 105 -A, a pesar de correr riesgo y 
 
consecuencias establecidas en el artículo 305° por la acción ilegal de 
los artículos 304° y 307°, siendo lo mejor especificar si las empresas 
pueden cometer estos delitos o no, lo que evidencia la carencia 
objetiva de normar la responsabilidad penal de las personas jurídicas y 
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Corte Suprema de 




1.5. Empero, de un análisis más exhaustivo de la norma penal, se advierte que la 
comisión de este delito está contextualizada para los supuestos en los que la 
contaminación es causada por empresas cuyo campo de acción se encuentra vinculado 
directamente con el del medioambiente. 
1.6. En lo que respecta al supuesto típico de “causar o posibilidad de causar un 
perjuicio, alteración o daño grave al ambiente o sus componentes”, las máximas de la 
experiencia dictan que dicho perjuicio es generado por agentes organizados que se 
orientan por un fin económico, supuesto que claramente se opone a la contaminación 
del ambiente ocasionada por un agente particular. 
1.7. En ese sentido, la delimitación de la autoría y la participación para los delitos de 
contaminación del ambiente especialmente se circunscribe al ámbito de las personas 
jurídicas, en las que los agentes que participan en aquellas se desempeñan conforme a 
una función previamente estipulada de manera normativa, es decir, el rol que cada 
agente desenvuelve dentro de dichas empresas viene exigido por el deber asignado 
normativa y previamente por estas. 
1.8. Frente al debate de las teorías comúnmente esgrimidas en el ámbito de la autoría y 
participación –i) dominio del hecho e ii) infracción del deber–, en lo que respecta al 
delito de contaminación del medioambiente, por tratarse de un delito complejo en virtud 
Objetivo General 
Analizar como incide la responsabilidad penal de las personas jurídicas en 
el delito de contaminación ambiental Ventanilla – Callao 2018. 
 de su singular estructura e implicancia material –importa una ley penal en blanco que 
inevitablemente remite al derecho administrativo–, es viable optar por la teoría de la 
infracción del deber, que se conceptualiza –en términos amplios– como la competencia 
de un agente que le viene otorgada por una norma jurídica para desenvolverse dentro 
de un espacio institucional –verbigracia, una compañía minera–. 
1.9. La elección de esta teoría, sin embargo, no es meramente subjetiva y discrecional, 
sino que viene impulsada por un criterio de aplicabilidad o simplicidad en el entendido 
de que la elección de ella permite operativizar de manera clara el ámbito de la conducta 
del agente o, en otras palabras, permite imputar la responsabilidad penal del agente en 
los supuestos en que la normatividad estipulada por la persona jurídica le otorga. 
1.10 De ello se deriva que la conducta penalmente sancionada de los agentes activos 
en el delito de contaminación ambiental únicamente puede ser viable en la medida en 
que el deber exigido por la norma prevista por la persona jurídica así lo ha establecido, 
por lo que cualquier otra conducta que extralimite o no precise dicho deber o rol deberá 
excluir la responsabilidad el agente. 
ANALISIS DEL 
CONTENIDO 
La responsabilidad penal del artículo 304° y 305° del código penal y la Ley N° 26293, 
resultó ser aplicable a las personas jurídicas mediante el análisis de la teoría de la 
infracción la cual estableció que ello permite identificar las funciones o deberes de cada 
agente y que al actuar negligentemente u omisiva se genera daños al medio ambiente, 
siendo este el fundamento más cercano ante los debates que si deben o no responder 
por lo ocasionado. Asimismo, la teoría de la infracción del deber ayudó a desvirtuar el 
principio de societa delinquere not potesd, y deterimo que por el actuar de otro tras las 





La corte suprema señaló que lo dispuesto en el artículo 304° y 305° del código penal y 
la Ley N° 26293, que modifica los artículos mencionados, se debe interpretar de manera 
exhaustiva desde las acciones empresariales, es decir, brindó una postura a favor sobre 
los delitos ambientales manifestando que son cometidos por personas jurídicas que 
desarrollan diversas actividades que generan la afectación al medio ambiente, por otro 
lado, el rol del gerente, directiva, administradores, representantes y cada agente que 
desenvuelven dentro de dichas empresas son calificados y exigidos por el deber 
asignado en la normativa y previamente por gestiones creados para la protección del 
bien jurídico sino incurrían en la responsabilidad dispuesta en el artículo 314° del 
Código Penal la cual direcciona al art. 23° o 27° esta misma normativa. En 
consecuencia, reconoció que ante e debate común en esta problemática la teoría de la 
infracción del deber es la que se debe aplicar para establecer la autoría y participación, 
con ello también la responsabilidad, y la respectiva sanción, dado que pretender 
sancionar a las funciones negligentes u omisivas que realizan cada persona dentro de 
su estructura empresarial, la cual, por ser un ámbito complejo con pocos estudios, el 
derecho penal moderno (Derecho Ambiental), debe remitirse a leyes accesorias 
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Ley N° 30424 “Ley de responsabilidad 
administrativa de las personas jurídicas 
por el delito de cohecho pasivo 
transnacional” 
(21 de abril del 2016) Diario “El Peruano” 
Artículo 17. Eximente por implementación de 
modelo de prevención 
17.1. La persona jurídica está exenta de 
responsabilidad administrativa por la comisión del delito 
[…], si adopta e implementa en su organización, con 
anterioridad a la comisión del delito, un modelo de 
prevención adecuado a su naturaleza, riesgos, 
necesidades y características, consistente en medidas 
de vigilancia y control idóneas para prevenir el delito 
[…] o para reducir significativamente el riesgo de su 
comisión. 
17.2. El modelo de prevención a que se hace referencia 
en el párrafo 17.1 debe contener como mínimo los 
siguientes elementos: 
[…] b. Medidas preventivas referidas a: 
1. La identificación de las actividades o procesos de la 
persona jurídica que generen o incrementen riesgos de 
comisión del delito de cohecho activo transnacional. 
2. El establecimiento de procesos específicos que 
permitan a las personas que intervengan en estos, 
programar y ejecutar sus tareas o labores de una 
manera que prevenga la comisión del delito […] 
4. La existencia de sistemas de denuncia, protección 
del denunciante, persecución e imposición de 
sanciones internas en contra de los trabajadores o 
directivos que incumplan el modelo de prevención. 
c. Un mecanismo de difusión y supervisión interna del 
modelo de prevención, el cual debe ser aprobado por 
un reglamento o similar emitido por la persona jurídica. 
17.3. El reglamento desarrolla y precisa los elementos 
y requisitos necesarios para la implementación del 
modelo de prevención. 
17.5. Se excluye también la responsabilidad 
administrativa de la persona jurídica, cuando cualquiera 
de las personas naturales señaladas en el artículo 3 
comete el delito eludiendo de modo fraudulento el 
modelo   de prevención   debidamente implementado 
atendiendo a los elementos previstos en el párrafo 17.2 
Objetivo Específico 1 
Identificar como el compliance office evitó el incumplimiento de normas 
legales sobre el tráfico de residuos peligrosos, Ventanilla – Callao 2018. 
ANÁLISIS DEL CONTENIDO La Ley N° 30424, estableció dentro de su regulación la 
obligatoriedad para eximir de responsabilidad a una 
persona jurídica en los delitos de cohecho 
transnacional, sin embargo, acarrea analizarlo dado 
que desde dicha fecha en el Perú se implementó 
diversas legislaciones que recogían la obligatoriedad 
de que las empresas cuenten con un mecanismo 
preventivo, por ello el artículo 17° de la presente ley 
determina los parámetros de como debe ser dicho 
instrumento para que pueda dependiendo de los daños 
y el manejo de ello no responsabilizar a las sociedades. 
Por otro lado, fue necesario observar que dicha norma 
es análoga dado que no esclarece si la responsabilidad 
señalada es sui generis, mixta, administrativa o penal, 
ya que son tratados o procesados mediante la vía 
penal si es que no se contara con este mecanismo, el 
cual debe recogido con anterioridad de la comisión del 
delito, y certificado internacionalmente para que la 
persona responsable de su manejo sea lo suficiente 
capaz para controlar los hecho que se llevan a cabo en 
la empresa. En consecuencia, dicho medio preventivo 
permite proteger los bienes jurídicos que se encuentran 
en un estado de vulnerabilidad de ser daños, es ahí la 
necesidad de establecer dichos limites, o parámetros 
de su creación. 
PONDERAMIENTO Y/O HALLAZGO DEL 
INVESTIGADOR. 
En mi opinión, la ley N° 30424, reguló el criminal 
compliance desde un inició para el delito de cohecho 
activo transnacional, por la problemática nacional en la 
que se encontraba el país, sin embargo, a la fecha es 
necesario analizar el antecedente a esta norma, el 
proyecto de Ley, 3491-2013, el cual pretendió 
establecer una responsabilidad penal global de los 
bienes jurídicos colectivos o mejor dicho los delitos de 
peligro común para la sociedad, siendo el caso del 
medio ambiente, el cuerpo, la vida y la salud como 
consecuencia del menoscabo a los delitos establecidos 
en la ley 29263°, dicho proyecto en su art. 35°, 
determinó que son responsables cuando en su nombre 
o por cuenta de ellas, en su provecho, cometan 
acciones ilícitas los empleadores de derecho y hecho, 
asimismo reafirmó en el literal b), que serán 
responsables cuando en el ejercicio de las actividades 
empresariales y con fines para esta misma, someten a 
su personal ha no ejercer un debido control de las 
concretas circunstancias de los hechos, cogiendo más 
fuerza a través del artículo 36 en donde reconoció que 
dicha responsabilidad es independiente, e 
individualizada a cada agente que participó en la 
ocurrencia, siendo personalísima ante lo que puede 
ocurrir con la persona natural. 
 
Es así que al interpretarlo podemos recoger la 
normativa establecida para direccionarlo sobre el 
derecho ambiental moderno, el cual también busca la 
creación de gestiones, protocolos, y debidos medios de 
prevención y sancionador por los perjuicios señalados, 
serán sancionadores porque el compliance office 
ambiental ayudará a que si se observa un 
incumplimiento de la norma rápidamente el operador de 
justicia puede iniciar una persecución al delito 
cometido. 
Objetivo Específico 1 
Identificar como el compliance office evitó el incumplimiento de normas 
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Convenio de Basilea, sobre el Control de los 
movimientos transfronterizos de los Desechos 
Peligrosos y su Eliminación. 
Regulado por la Ley N° 26234 (1993). 
5 de Mayo De 1992. 
Artículo 1° 
 
Alcance del Convenio 
 
1. Serán "desechos peligrosos" a los efectos del 
presente Convenio los siguientes desechos que sean 
objeto de movimientos transfronterizos: 
 
a) Los desechos que pertenezcan a cualquiera de las 
categorías enumeradas en el Anexo I, a menos que no 
tengan ninguna de las características descritas en el 
Anexo III. 
ANÁLISIS DEL CONTENIDO El convenio de Basilea fue suscripto entre los países de 
las naciones unidas entrando en vigencia en 1992, su 
finalidad al regular dicha normativa internacional recayó 
en la protección ambiental así como de la salud de los 
pobladores, ante el menoscabo generado por el 
vertedero de residuos peligros, por lo cual se determinó 
su clasificatoria a través del art 1°, inc 1° y literal a) con 
ello la definición en lo que consiste el desecho o 
residuo peligro, su tipo de composición y 
características, adjuntando la lista de estos mismo en 
el anexo I. 
PONDERAMIENTO Y/O HALLAZGO DEL 
INVESTIGADOR. 
El convenio de Basilea fue un precedente para todos 
los países con la finalidad de regular los residuos 
peligros, porque se venía desarrollando actividades 
contaminantes que desechaban en riachuelos, mares, 
etc, por ello la clasificación en el anexo I del tratado 
internacional confirmando que el plomo y el cadmio son 




INSTRUMENTO DE RECOLECCIÓN DE DATOS 
GUÍA DE ANÁLISIS DE FUENTE DOCUMENTAL 
Título: La Responsabilidad Penal de las Personas Jurídicas en delito de 
contaminación ambiental, Ventanilla – Callao 2018. 
 
 









Ley N° 29263 “Ley que modifica diversos artículos del 
código penal”. – Delitos Ambientales. 
2 de octubre del 2008 
Artículo 307.- Tráfico ilegal de residuos peligrosos 
 
El que ingrese ilegalmente al territorio nacional, use, 
emplee, coloque, traslade o disponga sin la debida 
autorización, residuos o desechos tóxicos o peligrosos 
para el ambiente, resultantes de un proceso de 
producción, extracción, transformación, utilización o 
consumo, será reprimido con pena privativa de libertad 
no menor de cuatro años ni mayor de seis años y con 
trescientos a cuatrocientos días - multa. 
ANÁLISIS DEL CONTENIDO La ley N° 29263, ley que modificó los artículos del titulo 
XIII del código penal, tipificó los verbos rectores de las 
acciones de tráfico ilegal de residuos peligros. En 
primer lugar, los residuos peligrosos son, partículas, 
sustancias, compuestos, o desechos, que, al finalizar 
su utilidad, como la producción de la actividad 
empresarial, extracción, transformación, o consumo, 
adquieren la condición de residuos, los cuales pueden 
causar un daño a la salud o al ambiente por sus 
características reactivas, al verter, trasportar, usar, 
emplear, colocar o disponer sin autorización. 
PONDERAMIENTO Y/O HALLAZGO DEL 
INVESTIGADOR. 
La presente normativa reguló acciones referentes al 
tráfico ilegal de residuos peligros, los cuales, tras 
concluir con su proceso de utilidad, producción o 
transformación, son transportados, en situación 
negligentes, con la posibilidad de poder generar daños 
en el medio ambiente a la salud de la persona, es el 
caso de Chorapampa, (Caso Yanacocha), uno de los 
desastres ambientales más nocivos, por el derrame de 
mercurio, el cual por transportar en una condición 
inadecuada provocó la contaminación del medio 
ambiente, y graves lesiones en la salud de los 
pobladores. 
Objetivo Específico 1 
Identificar como el compliance office evitó el incumplimiento de normas 
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I. ANÁLISIS DE RESOLUCIÓN EMITIDA POR EL TRIBUNAL DE 
FISCALIZACIÓN AMBIENTAL DE LA OEFA: 
 
FUENTE DOCUMENTAL CONTENIDO DE LA FUENTE DOCUMENTAL 
 
 
Resolución N° 009-2017-OEFA/TFA-SEPIM de fecha 




24. Es importante destacar que en su dimensión como 
derecho fundamental el Tribunal Constitucional ha 
señalado que contiene los siguientes elementos: (i) el 
derecho a gozar de un medio ambiente equilibrado y 
adecuado, que comporta la facultad de las personas de 
disfrutar de un ambiente en el que sus componentes se 
desarrollan e interrelacionan de manera natural y 
armónica; y, (ii) el derecho a que el ambiente se 
preserve, el cual trae obligaciones ineludibles para los 
poderes públicos -de mantener los bienes ambientales 
en las condiciones adecuadas para su disfrute-, y 
obligaciones para los particulares, en especial de 
aquellos cuyas actividades económicas inciden directa 
o indirectamente en el medio ambiente; siendo que, 
dichas obligaciones se traducen, en: (i) la obligación de 
respetar (no afectar el contenido protegido del derecho) 
y (¡i) la obligación de garantizar, promover, velar y, 
llegado el caso, de proteger y sancionar el 
incumplimiento de la primera obligación referida. 
 
25. Como conjunto de obligaciones, la preservación de 
un ambiente sano y equilibrado impone a los 
particulares la obligación de adoptar medidas 
tendientes a prevenir, evitar o reparar los daños que 
sus actividades productivas causen o puedan causar al 
ambiente. Tales medidas se encuentran contempladas 
en el marco jurídico nacional que regula la protección 
del ambiente y en los respectivos instrumentos de 
gestión ambiental 
 
34. En ese sentido, el Sistema Nacional de Evaluación 
y Fiscalización Ambiental, el cual tiene como ente 
rector al OEFA, busca asegurar el cumplimiento de la 
Objetivo Especifico 2 
Precisar que los efectos de la actividad metalmecánica– producto del 
manejo de plomo y cadmio provocan lesiones graves o la muerte de los 
pobladores en Ventanilla – Callao 2018. 
 legislación ambiental por parte de todas las personas 
naturales o jurídicas que desarrollan actividades 
susceptibles de generar impactos negativos al 
ambiente, siendo que para lograr dicho cometido, 
busca también garantizar que las funciones de 
evaluación, supervisión, fiscalización, control y la 
potestad sancionadora en materia ambiental, se 
realicen de manera eficiente. 
 
37. Sobre el particular, con el dictado de una medida 
preventiva se busca proteger, asegurar o evitar que se 
produzca un daño grave al ambiente, a los recursos 
naturales o a la salud de las personas ante un 
inminente peligro o alto riesgo, así como a mitigar las 
causas que generan dicho daño. Para tal efecto, el 
OEFA ha contemplado requisitos, así como un 
procedimiento específico para su dictado, conforme se 
advierte del Reglamento aprobado por Resolución de 
Consejo Directivo N° 007-2015-OEFA/CD. 
 
SE   RESUELVE:    PRIMERO.    -    CONFIRMAR   la 
Resolución Directoral N° 040-2016-OEFA/DS del 27 de 
diciembre de 2016, a través de la cual se ordenó a 
Metalexacto S.R.L. una medida preventiva; por los 
fundamentos expuestos en la parte considerativa de la 
presente resolución; quedando agotada la vía 
administrativa. 
ANÁLISIS DEL CONTENIDO El proceso a Metalexacto, se llevó a cabo por el 
incumplió con las disposiciones en el desarrollo de su 
producción en la planta de fundición de plomo, 
ocasionando que el distrito de Ventanilla, en su 
asentamiento Virgen de Guadalupe sea contaminado y 
se observe la degradación de la salud de los 
pobladores por el exceso de los LMP de los elementos 
tóxicos, además dicha empresa no contaba con 
medidas de previsión para evitar los daños y 
respectivamente responder por ellos, siendo procesada 
administrativamente, llegando a la instancia superior de 
materia ambiental, donde recalcó y confirmó su 
negligencia, solicitando en el plazo de ley la creación 
de medidas de protección al medio ambiente y a la 
salud para mitigar los daños a los pobladores y así 
garantizar la obligación de respetar el derecho a gozar 
y vivir sanamente. 
PONDERAMIENTO Y/O HALLAZGO DEL 
INVESTIGADOR. 
El Tribunal fiscalizador de la OEFA esclareció que los 
pobladores tienen el derecho constitucional de vivir en 
un ambiente equilibrado y adecuado para el desarrollo 
sostenible de las generaciones, asimismo, determinó 
que es obligación de una persona natural o jurídica de 
respetar al medio ambiente y a la salud, garantizando, 
velando y promoviendo medidas de precaución ante 
posibles daños, reafirmando que serán sancionados en 
las vías correspondientes ante el incumplimiento de la 
primera obligación cuando se origine un peligro común 
por actividades susceptibles de contaminación, en 
razón, las entidades correspondientes evalúan, 
fiscalizan, y controlan sus acciones, con el fin de 
asegurar el cumplimiento de los LMP, y de acuerdo a lo 
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Ley General de la Salud – Ley N° 26842 
(9 de Julio de 1997), Diario el Peruano. 
Artículo 103.- La protección del ambiente es 
responsabilidad del Estado y de las personas naturales 
y jurídicas, los que tienen la obligación de mantenerlo 
dentro de los estándares que, para preservar la salud 
de las personas, establece la Autoridad de Salud 
competente. 
 
Artículo 105.- Corresponde a la Autoridad de Salud 
competente dictar las medidas necesarias para 
minimizar y controlar los riesgos para la salud de las 
personas derivados de elementos, factores y agentes 
ambientales, de conformidad con lo que establece, en 
cada caso, la ley de la materia. 
 
Artículo 106.- Cuando la contaminación del ambiente 
signifique riesgo o daño a la salud de las personas, la 
Autoridad de Salud de nivel nacional dictará las 
medidas de prevención y control indispensables para 
que cesen los actos o hechos que ocasionan dichos 
riesgos y daños. 
ANÁLISIS DEL CONTENIDO La presente ley reguló en los artículos 103° a 106°, la 
protección de la salud ante los delitos de contaminación 
ambiental, por el cual señaló que es responsabilidad 
del estado, de las personas naturales y jurídicas los 
daños ocasionados a la salud por no cumplir con los 
estándares establecidos para el uso, manejo, 
transporte, etc de los elementos contaminantes 
dispuestos en el código penal además la entidad 
encargada dictará gestiones con el fin de radicar y 
neutralizar el perjuicio originado y si es requerido 
declarar estado de emergencia por el riesgo o daño 
grave que genera las emisiones y tráfico de residuos 
peligrosos con el objetivo del cese de los hechos. 
Objetivo Especifico 2 
Precisar que los efectos de la actividad metalmecánica– producto del 
manejo de plomo y cadmio provocan lesiones graves o la muerte de los 
pobladores en Ventanilla – Callao 2018. 
PONDERAMIENTO Y/O HALLAZGO DEL 
INVESTIGADOR. 
La protección del derecho a la salud es un derecho 
constitucional regulado por la carta magna, pero, se 
encuentra siendo menoscabado por los delitos de 
contaminación ambiental dado que al emitir, y verter 
sustancias, elementos o partículas altamente tóxicas 
genera lesiones e inclusive la muerte de los pobladores 
quienes inhalan o tienen contacto con lo ya 
mencionado, por ello la regulación del artículo 305° las 
formas agravadas del delito de contaminación reprimirá 
con la pena privativa de libertad a quien provoque 
dichas consecuencias, sin embargo, la ley general de la 
salud estableció que en primer lugar la autoridad 
competente tiene que efectuar medidas preventivas 
para la protección de dicho bien jurídico, y con ello 
fiscalizar adecuadamente los protocolos para su 
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Sentencia del Tribunal Constitucional 




60. En el caso concreto de la población de la ciudad de 
La Oroya, sobre todo de los niños y mujeres gestantes, 
ocurre que desde 1999, año en que se realizaron los 
primeros estudios que determinaron la existencia de 
población contaminada con plomo en la sangre, hasta 
la actualidad, han transcurrido más de 7 años sin que el 
Ministerio de Salud implemente un sistema de 
emergencia que proteja, recupere y rehabilite la salud 
de la población afectada. 
 
61. El mandato contenido en las referidas 
disposiciones, cuyo cumplimiento es responsabilidad 
del Ministerio de Salud, se encuentra indisolublemente 
ligado a la protección del derecho fundamental a la 
salud de los niños y mujeres gestantes de La Oroya, 
cuya sangre se encuentra contaminada con plomo, tal 
como se ha acreditado en autos. No es válido sostener 
que la protección de este derecho fundamental, por su 
dimensión de derecho social, deba diferirse en el 
tiempo a la espera de determinadas políticas de 
Estado. Tal protección debe ser inmediata, pues la 
grave situación que atraviesan los niños y mujeres 
gestantes contaminados, exige del Estado una 
intervención concreta, dinámica y eficiente, dado que, 
en este caso, el derecho a la salud se presenta como 
un derecho exigible y, como tal, de ineludible atención. 
Por tanto, debe ordenarse al Ministerio de Salud que, 
en el plazo de 30 días, implemente un sistema de 
emergencia para atender la salud de las personas 
contaminadas con plomo, en el caso de la ciudad de La 
Oroya, a efectos de lograr su inmediata recuperación. 
 
70. En el presente caso de los documentos anexados a 
la demanda se advierte que los niveles de 
contaminación por plomo y otros elementos químicos 
en la ciudad de La Oroya han sobrepasado estándares 
Objetivo Especifico 2 
Precisar que los efectos de la actividad metalmecánica– producto del 
manejo de plomo y cadmio provocan lesiones graves o la muerte de los 
pobladores en Ventanilla – Callao 2018. 
 mínimos reconocidos internacionalmente, generando 
graves afectaciones de los derechos a la salud y a un 
medio ambiente equilibrado y adecuado de la población 
de esta ciudad, razón por la cual el emplazado 
Ministerio de Salud está en la obligación, conforme a 
los mandatos contenidos en los artículos 23 del 
Decreto Supremo 074-2001-PCM y 105 de la Ley 
26842, de realizar, urgentemente, las f acciones 
pertinentes para la implementación de un sistema que 
permita la declaración del respectivo estado de alerta y, 
de este modo, atender la salud de la población 
afectada. 
ANÁLISIS DEL CONTENIDO El tribunal constitucional por medio de sus facultades 
analizó las instancias que lo antecedieron, por ello en 
uno de los fundamento se recalcó que mediante los 
primeros estudios elaborados a la población aledaña en 
el lugar de los hechos, presentan contaminación en la 
sangre, es decir se encuentra inmerso el plomo y 
cadmio en su organismo el cual genera diversas 
enfermedades, e inclusive la muerte de personas 
vulnerables, sin embargo, la entidad encargada de 
velar por la protección del derecho a la salud, no ha 
creado medidas de protección y rehabilitación del 
derecho constitucional a lo largo de los años, 
ocasionando la evolución negativa. En el pueblo de La 
Oroya, la situación confirmó que plomo es una partícula 
altamente contaminante y peligrosa para la salud de 
niños y mujeres embarazadas, siendo de suma 
urgencia la intervención del estado para la protección 
de la salud de los pobladores, por ser uno de los fines 
supremos regulados en la constitución, tras advertirse 
niveles de contaminación por plomo y otros elementos 
químicos por sobrepar estándares mínimos 
reconocidos internacionalmente, generando graves 
afectaciones a la salud y a un medio ambiente 
equilibrado y adecuado de la población de esta ciudad. 
PONDERAMIENTO Y/O HALLAZGO DEL 
INVESTIGADOR. 
El plomo y cadmio, son partículas altamente tóxicas 
para el medio ambiente que posteriormente a su 
emisión, aterrizan al suelo, o techos de las viviendas, 
originando un grave peligro a la salud de los 
pobladores en especial de un porcentaje de personas 
vulnerables (niños y mujeres gestantes), como el 
ejemplo analizado por el tribunal constitucional, lo que 
puede causar un desbalance considerable del 
desarrollo sostenible de la generación actual ya futuro 
como lo señala la Organización Mundial de la Salud: 
“Los niños de corta edad son especialmente 
vulnerables a los efectos tóxicos del plomo, que puede 
tener consecuencias graves y permanentes en la salud, 
afectando en particular al desarrollo del cerebro y el 
sistema nervioso”, además el nivel de concentración 
del plomo en el sangre en la cantidad que sea no 
puede considerarse exento de riesgo. Es un metal 
pesado cancerígeno, afecta gravemente de manera 
especial a menores de edad, asimismo ocasiona 
efectos al sistema digestivo por la intoxicación e 
inhalación que provoca una serie de consecuencias 
como la pérdida de peso, malestares gastrointestinales, 
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